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			PRÓLOGO

			«Tres palabras rectificadoras del legislador convierten bibliotecas enteras en basura», frase lapidaria que ha pasado a los anales de la filosofía del Derecho y cuyo origen y autoría suele situarse en la conferencia pronunciada por el fiscal prusiano H. J. VON KIRCHMAN, publicada en 1848 con el título Die Wertlosigkeit der Jurisprudenz als Wissenschaft, que suele traducirse como «La falta de valor de la jurisprudencia como ciencia», o, a veces, simplemente, como «La jurisprudencia no es ciencia» (no he tenido ocasión de leer la traducción del texto en cuestión, el cual conozco solo indirectamente por referencias en LATORRE, Angel, Introducción al Derecho, Ariel, Barcelona, 1972, p. 115; y ATIENZA, Manuel, Introducción al Derecho, Barcanova, Barcelona, 1989, p. 279).

			La idea que sirve de fundamento a semejante aserto es relativamente sencilla. El Derecho positivo y vigente en un lugar y momento dado constituye el objeto de estudio y análisis de los juristas y, siendo dicho objeto variable a voluntad de legislador y por tanto mudable y contingente, no resulta apto para un verdadero conocimiento científico. La obra del jurista es por tanto efímera y no puede pretender descubrir nada real ni permanente.

			Si nos fiamos de mi procesador de textos, la Ley 14/2014, de 24 de julio de 2014, de Navegación Marítima (LNM), no contiene 3 palabras, sino 58.642. Y con ellas puso fin a la vigencia de casi ciento treinta años del Libro III del Código de Comercio de 1885 y de varias leyes especiales, que, en su conjunto, han conformado el cuerpo de legislación marítima objeto de exégesis, comentario, interpretación y aplicación por parte de los juristas españoles a lo largo de todo el pasado siglo y de lo que llevamos del presente.

			¿Debemos entonces arrojar al basurero los cientos de sentencias del Tribunal Supremo que han venido conformando una doctrina legal interpretativa del anterior Derecho marítimo positivo? ¿Son ya inútiles y carecen de valor alguno la ingente cantidad de comentarios, artículos y aportaciones doctrinales de nuestros profesores y demás operadores jurídicos nacidas a la luz de las normas marítimas que han quedado derogadas? ¿Debemos arrojar a la papelera los «Cursos» y «Manuales» que han tratado de ilustrar de forma sistemática acerca de esta asignatura?

			Opino que la respuesta a los anteriores interrogantes solo puede ser negativa. En modo alguno puede afirmarse la inutilidad sobrevenida de toda la referida literatura jurídica.

			En realidad, el hecho (cierto) de que la investigación de la llamada ciencia jurídica no pueda, sin más, asimilarse a la investigación en las ciencias naturales, no menoscaba el absoluto el valor de la jurisprudencia, entendida en el sentido amplio de dogmática jurídica o técnica para la interpretación, aplicación y progreso del Derecho objetivo, que es lo que propiamente constituye el objeto del quehacer de los juristas.

			El carácter esencialmente efímero del contenido material de la mayoría de las normas jurídicas no representa un obstáculo para la importante función social que cumple la jurisprudencia, sino que ha de verse más bien como una característica estructural de la técnica y de la investigación jurídica. Es precisamente la posible mutabilidad de las normas la que hace posible que la dogmática denuncie sus defectos o carencias y proponga las modificaciones necesarias al legislador con vistas a llenar sus lagunas, aclarar su significado, y progresar en el permanente proceso de acomodación a la realidad económica y social en busca de un ideal de justicia.

			Bien puede pensarse y decirse que la LNM es más un Derecho marítimo nuevo que una mera reforma del existente. Pero tal aserto ha de tomarse en sus justos términos, ya que muchas veces la novedad no opera tanto en el fondo como en la forma. Y ello por cuanto gran parte de las materias ahora reguladas son netamente tributarias y no siempre difieren en lo substancial del Derecho marítimo objeto de investigación y glosa por la literatura jurídico-marítima del pasado y del presente siglo.

			Ciertamente la LNM introduce asimismo un nutrido grupo de instituciones nuevamente reguladas, bien se trate de contratos (tipificación de los contratos de construcción naval, de compraventa de buque, de gestión naval, de manipulación portuaria, de practicaje, de consignación de buques, de arrendamiento de buque, de remolque marítimo, etc.), de determinados sujetos de la navegación (armadores, navieros o gestores navales), bien sean atinentes a los accidentes de la navegación (responsabilidad civil por daños de contaminación), o, en fin, se trate de las instituciones de naturaleza netamente procesal (procedimiento para limitar la responsabilidad y certificación pública notarial de ciertos expedientes).

			Pero incluso en la mayoría de todos esos casos la novedosa regulación no ha hecho sino inspirarse y seguir las sugerencias y soluciones largamente postuladas en la obra de los juristas, realizada, con esfuerzo, talento e imaginación, a la luz de un Derecho marítimo anterior caracterizado por sus importantes lagunas, escasa claridad y notable obsolescencia.

			No cabe, por otra parte, desconocer que el carácter novedoso de la LNM se mueve exclusivamente en el ámbito de las normas de origen interno, esto es, sin afectar para nada (no podría ser de otro modo) al Derecho marítimo internacional uniforme, cuya vigencia y contenido no se ven en modo alguno afectados por la Ley, como no sea precisamente para declarar expresamente (algo que tampoco era muy necesario) su prevalencia sobre las propias normas de la LNM. Y, aún con mayor razón, quedan intactos los contenidos de la disciplina contractual recogida en las numerosas pólizas tipo, condiciones generales y demás formularios profusamente utilizados en la contratación marítima internacional (algo que el profesor PULIDO denomina «fuentes convencionales»). Mantienen así todo su valor exegético o didáctico las publicaciones, resoluciones judiciales, y demás elaboraciones de los jurisconsultos que versan sobre las referidas fuentes y contratos.

			Es a la luz de las anteriores reflexiones como, en particular, debería ahora valorarse el sentido y utilidad de las más recientes obras de Derecho marítimo de carácter general y vocación predominantemente universitaria.

			Sin ánimo de exhaustividad y mencionados por orden cronológico, nos referimos a los siguientes cursos y manuales: El Derecho Marítimo, de VIGIER DE TORRES, 1977; los sucesivos Manuales del profesor RUIZ SOROA, publicados a lo largo de las pasadas décadas de los ochenta y de los noventa; el Curso de derecho de la Navegación, del abogado GONZÁLEZ LEBRERO,1998; las tres ediciones del Manual de Derecho de la Navegación Marítima, de los profesores GABALDÓN GARCÍA y RUIZ SOROA, la primera en 1999 y la tercera en 2006; las dos ediciones del Curso de Derecho Marítimo del profesor ARROYO MARTÍNEZ, de 2000 la primera y de 2005 la segunda; las cuatro primeras ediciones del Compendio de Derecho Marítimo, del mismo autor; las Instituciones de Derecho de la Navegación Marítima, del profesor PULIDO BEGINES, obra aparecida en 2009, y, en fin, el «Curso de Derecho Marítimo Internacional», publicado por quien tiene el honor de escribir estas líneas, en 2012.

			Creo inadmisible defender que su destino no sea otro que la papelera. Más bien habrán de servir de referencia y consulta obligada para toda investigación jurídica que se desenvuelva en el campo de esta disciplina, y ello sin olvidar su posible utilidad para la noble tarea de aplicar el Derecho. Y es que no puede olvidarse que los antecedentes legislativos constituyen uno de los principios hermenéuticos básicos de los presentes en nuestro Ordenamiento.

			No quiere con ello decirse, en modo alguno, que no sean necesarias, y hasta urgentes, otras obras que vengan a renovar aquellas y ofrezcan una visión ordenada y clara del Derecho marítimo vigente. Ello es particularmente cierto cuando se trata del ámbito universitario, ya que resulta indispensable facilitar el aprendizaje de los nuevos estudiosos.

			Cabe, por tanto, esperar la pronta aparición de nuevas ediciones de cursos y manuales especializados y asequibles para quienes por primera vez se acercan a esta «poliédrica» disciplina. No otra cosa se merecen, muy especialmente, los alumnos de grado o de máster en las áreas del Derecho, de la Náutica y el Transporte Marítimo, o de la Ingeniería Naval Oceánica.

			De hecho, ya conocemos una primera iniciativa en este sentido, constituida por la meritoria quinta edición del Compendio de Derecho Marítimo, publicada por el profesor ARROYO MARTÍNEZ, en 2015. Llega ahora la obra aquí prologada.

			Conocí personalmente al profesor PULIDO BEGINES en el Congreso organizado por la Asociación Española de Derecho Marítimo, que se llevó a cabo en la sede del actual Ministerio de Fomento, en Madrid, en octubre del año 1999. Se trataba entonces de acordar ciertas directrices muy generales que, a juicio de la referida Asociación, habrían de servir de orientación al legislador para la realización de la, tantas veces proclamada y otras tantas aplazada, reforma de la legislación marítima. Y, ciertamente, así fue, por cuanto el Ministerio de Justicia acabó haciendo llegar las conclusiones del referido Congreso a la Sección Especial de Derecho de la Navegación, de la Codificación General de Codificación, que las valoró y utilizó como referencia, en cuanto que representativas de las opiniones del sector, para elaborar la estructura de la que luego llegaría a ser la «Propuesta de Ley General de la Navegación Marítima», 2004, antecedente de la vigente LNM.

			Recuerdo perfectamente las conversaciones habidas entonces con el profesor PULIDO y la excelente impresión que me causó su formación, su talento para el análisis jurídico y, sobre todo, su decidida vocación por el Derecho Marítimo, hasta el punto de que me permití augurarle que, al cabo de algunos años, llegaría a ser uno de los más destacados autores en el campo de la literatura jurídica de nuestra disciplina.

			El tiempo demostraría que el vaticinio aún se quedó corto, porque las virtudes de mi colega y amigo PULIDO, unidas a una encomiable perseverancia en el esfuerzo, le permitieron, no solo alumbrar un nutrido grupo de monografías de primer orden en el campo del Derecho Marítimo, sino que su autoría transcendió al área del Derecho Mercantil con una calidad tal que le permitió lograr la máxima categoría académica de catedrático de universidad. Es más, su inquietud intelectual y su indudable genio editorial no se agota en el campo de lo jurídico sino que le ha llevado también a los campos de la sociología, el periodismo y la politología, siendo numerosas sus colaboraciones en la prensa, amén de algún notable y atípico ensayo (por cuanto exhibe erudición), que he podido leer con deleite.

			Además de los muchos artículos publicados en las revistas jurídicas especializadas, me permito recordar aquí lo más granado de sus obras marítimas de amplio contenido monográfico: Los contratos de remolque marítimo, 1996; Las Averías y los accidentes de la navegación, 2003; La responsabilidad frente a terceros de las sociedades de clasificación de buques, 2007; El concepto de porteador efectivo en el Derecho uniforme del transporte, 2012.

			Todo ello explica la relativa facilidad y rapidez con que, tras la reciente entrada en vigor de la LNM, el autor ha conseguido elaborar y publicar este Curso de Derecho de la Navegación Marítima, con que el autor nos obsequia ahora. Ello solo es posible para quienes poseen un profundo conocimiento de la materia, producto de una larga trayectoria de dedicación y experiencia en la docencia y en la investigación jurídica.

			De forma sintética destacaría cuatro notas para caracterizar el nuevo Curso del profesor PULIDO: actualidad, amplitud, originalidad y claridad.

			En primer lugar, el Curso se presenta plenamente actualizado a la luz del Derecho marítimo vigente en España tras la promulgación y entrada en vigor de la LNM, combinando, armónicamente y con acierto, las fuentes de origen internacional, el Derecho marítimo de la UE, y las propias normas de origen interno, no solo las de la propia LNM sino también las que constituyen lo que él denomina «Derecho marítimo administrativo», que, en virtud del nuevo sistema de fuentes consagrado en aquella Ley (segundo párrafo del artículo 2.1 de la LNM, casi calcado del recogido en el Código de la Navegación italiano y en la Ley de Navegación argentina) ha de entenderse integrante de la legislación «complementaria» a que se refiere el citado precepto (básicamente y en lo fundamental, el «Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante», la «Ley de Costas», y las numerosas disposiciones de rango reglamentario dictadas para su desarrollo y aplicación).

			El profesor PULIDO ha sabido interpretar cabalmente el referido sistema de fuentes ya desde el primer Capítulo de su nuevo libro, cuando predica la especialidad del Derecho Marítimo como un Derecho autónomo, afirmando que el legislador ha optado por la creación de una nueva rama del Derecho, inspirada por principios propios y dotada de autonomía orgánica y legislativa.

			Personalmente coincido con esa apreciación, al menos en cuanto a la afirmación de la autonomía legislativa, formal o externa, que el Derecho marítimo español ha alcanzado por obra de la LNM, al agrupar, de forma orgánica y sistemática y en torno a principios y fuentes propias, el conjunto de las normas básicas reguladoras de la navegación por mar, como sector especial de la realidad económica y social. No obstante, me permito aprovechar esta oportunidad para añadir que nuestro Derecho marítimo sigue careciendo de parangón con las ramas tradicionales del Derecho en la medida en que no ha alcanzado las llamadas autonomías didáctica (seguimos sin catedráticos de Derecho Marítimo) ni jurisdiccional (seguimos sin juzgados de lo marítimo).

			En segundo lugar, basta echar un vistazo al índice de la obra para comprobar su amplitud, que, en este caso no está reñida con la limitada extensión exigible a un libro diseñado como curso universitario. A diferencia de lo que sucedía con las anteriores Instituciones publicadas por el autor, el Curso contempla y explica prácticamente todas las instituciones del Derecho marítimo público (régimen jurídico de la navegación por los distintos espacios marítimos, administración marítima, ordenación administrativa de la navegación, seguridad y la protección marítima) y privado (estatuto jurídico del buque, sujetos de la navegación, contratos de utilización del buque, contratos auxiliares de la navegación, accidentes marítimos, limitación de la responsabilidad y contrato de seguro marítimo), sin olvidar las especialidades procesales que presenta el nuevo Derecho de la Navegación Marítima.

			La originalidad de la obra es la tercera de sus características. Tal como viene siendo habitual en las publicaciones del autor, este no se limita a transcribir el contenido normativo sino que se detiene en la crítica y denuncia, siquiera sea indicativa, de los problemas de interpretación o de las lagunas detectadas, tomando postura sobre ellos y ofreciendo soluciones, de índole original y siempre arropadas de una acertada argumentación.

			La claridad es la cuarta y no menos importantes de las virtudes del Curso y presenta una doble vertiente, sustantiva y formal. En cuanto a la primera, el autor suele referirse a los antecedentes y a la ratio de las diversas instituciones, explicando cuáles son los posibles conflictos que aquellas están llamadas a resolver. Y, desde una perspectiva formal, nos encontramos con un lenguaje, que, sin menoscabo alguno de su rigor jurídico, es tan claro y sencillo, que resulta muy asequible incluso para quienes carecen de una formación jurídica general, como puede ser el caso de los estudiantes de náutica o de ingeniería naval.

			Por todo ello presiento que esta nueva publicación del profesor PULIDO BEGÍNES alcanzará un notable éxito de difusión. Así lo deseo sinceramente, al tiempo que me complace recomendarla, sin reservas, como libro de consulta para todos los estudiosos de nuestra disciplina y, muy especialmente, como manual de referencia en todos aquellos grados y cursos de master universitario que incluyan en sus programas el estudio del Derecho de la Navegación Marítima.

			Torrelodones, 19 de marzo de 2015

			JOSÉ LUIS GABALDÓN GARCÍA

			Exprofesor Numerario de Derecho Marítimo

			Profesor Titular de Derecho Mercantil

			Universidad Carlos III de Madrid
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			CAPÍTULO 1

			INTRODUCCIÓN

			1. CONCEPTO DE DERECHO DE LA NAVEGACIÓN

			En el Derecho marítimo, la delimitación de la materia que lo conforma siempre ha sido particularmente compleja. Buena prueba de ello es que ni siquiera exista una terminología uniforme para denominar esta disciplina. Mientras algunos hablan de Derecho marítimo, a secas, otros emplean el término Derecho comercial marítimo y otros la expresión más moderna de Derecho de la navegación marítima. Estas diferencias no son resultado de una mera preferencia estética o lingüística, sino de una toma de posición científica respecto al concepto y la delimitación del campo propio del Derecho marítimo. Así, la noción Derecho comercial marítimo suele emplearse en el marco de una concepción de la disciplina entendida como régimen del comercio por mar, en la que el naviero es el sujeto, el buque mercante el objeto y el fletamento el acto jurídico central. Sin embargo, quienes utilizan el término Derecho marítimo o Derecho de la navegación trabajan desde una visión más amplia de la materia, que comprende tanto aspectos de Derecho público como de Derecho privado y que en algunos casos incluye en el mismo régimen a la navegación marítima y a la aérea.

			Con todo, el concepto tiene un valor sólo relativo. Toda idea se formula en unas determinadas coordenadas espacio-temporales y, como tal, también la noción de Derecho marítimo es una realidad contingente, sometida a los condicionamientos propios del lugar y del momento en que se propone. Por eso, la polémica suscitada en torno a la determinación científica del concepto obedece, en buena medida, a la diversidad de las perspectivas desde las que se aborda la labor de conceptuación jurídica.

			Prescindiendo de polémicas doctrinales, por lo demás de escasa utilidad, en esta obra partiremos de un concepto de Derecho marítimo determinado por el hecho legislativo, esto es, por lo que establece la legislación vigente en España: la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima (LNM).

			El nuevo Derecho español de la navegación es, sin duda, un Derecho especial. Tan especial, que presenta los caracteres propios de un Derecho autónomo. Cabe interpretar que lo que la ley acomete es la creación de una nueva rama del Derecho, el Derecho de la navegación, que se pretende sea completo y autosuficiente en su regulación. Se introduce así en nuestro Derecho la nota de particularismo que buena parte de la doctrina considera como propia de esta materia.

			El legislador ha optado por la creación de una rama inspirada por principios propios y dotada de autonomía orgánica y legislativa. A tales efectos, proclama la autonomía de fuentes en el artículo 2 LNM, precepto que después será comentado con más detalle.

			En ese mismo artículo 2 se dan, además, unos criterios prioritarios especiales de interpretación: en todo caso, para la interpretación de las normas de esta ley se atenderá a la regulación contenida en los Tratados Internacionales vigentes en España y a la conveniencia de promover la uniformidad en la regulación de las materias objeto de la misma. Se trata de un precepto inspirado en el artículo 3 de las Reglas de Hamburgo, con la finalidad de dirigir el criterio de interpretación judicial; pero el legislador español va más allá, pues refuerza ese canon de interpretación con un mandato imperativo.

			Esta regulación es fruto de la intención del legislador, expresada en la Exposición de Motivos, de homogenizar el Ordenamiento jurídico interno con el Derecho Marítimo Internacional, adoptado por los países de la Unión Europea y la OCDE, algo clave en un tráfico caracterizado por la transnacionalidad. Con ello se pretende, también, proporcionar seguridad jurídica, al garantizar la coordinación entre las normas españolas, europeas y los convenios internacionales vigentes, tanto de Derecho Público como Privado, facilitando la interpretación unívoca de esas normas por los Tribunales y acabando con la criticada dualidad de regulaciones que existía en muchos ámbitos en el Derecho derogado. Como consecuencia, los Tratados Internacionales y el Derecho de la UE resultarán en lo sucesivo de aplicación prioritaria en el campo de la navegación marítima, sin que frente a ellos pueda invocarse cualesquiera otras normas jurídicas, excepto las contenidas en la Constitución, en virtud de lo dispuesto en el artículo 9.1 de ésta.

			Según dispone el artículo 1.1 de la LNM, el objeto de la ley es la regulación de las situaciones y relaciones jurídicas nacidas con ocasión de la navegación marítima. Es decir, la nueva ley no regula el Derecho marítimo, sino algo más restringido: el Derecho de la navegación, uno solo de sus aspectos, aunque fundamental. Todas las instituciones comprendidas en la ley comparten un rasgo común: su existencia responde a la exposición efectiva de personas y patrimonios a los riesgos del mar. El Derecho de la navegación se articula en torno a los riesgos de la navegación marítima y es producto de las necesidades que de ello se derivan.

			Quedan fuera de él cuestiones como buena parte del Derecho del mar. Quizás esta opción sea la correcta, si tenemos en cuenta que el Derecho del mar es una rama del Derecho internacional público que cuenta con una codificación internacional propia (la Convención de Naciones Unidas de Derecho del Mar) e incluso con un Tribunal propio: el Tribunal Internacional de Derecho del Mar, con sede en Hamburgo.

			El nuevo Derecho de la navegación habrá de convivir, además, con otra parte importante del Derecho marítimo que está fuera de la LNM: el Derecho marítimo administrativo, que en España se encuentra regulado principalmente en la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante y en la Ley de Costas, con su compleja y heterogénea normativa de desarrollo.

			Por otra parte, el legislador español también ha empleado elementos de delimitación negativa de la materia en el artículo 3 LNM, al disponer que las disposiciones de esta ley no se aplicarán a los buques y embarcaciones de Estado, incluidos los de guerra, salvo que en ella se establezca otra cosa. A tales efectos, se consideran buques y embarcaciones de Estado los afectos a la Defensa Nacional u otros de titularidad o uso público, siempre que presten con carácter exclusivo servicios públicos de carácter no comercial. Por su parte, son buques de guerra los buques de Estado adscritos a las Fuerzas Armadas, que lleven los signos exteriores distintivos de los buques de guerra de su nacionalidad y que se encuentren bajo el mando de un oficial debidamente designado por el Gobierno de su Estado, cuyo nombre esté inscrito en el escalafón de oficiales o en un documento equivalente y cuya dotación esté sometida a la disciplina de las Fuerzas Armadas regulares. El Derecho de la navegación marítima regulado en la LNM es, por consiguiente, el de la navegación «civil», no la militar.

			Nuestro legislador ha optado, en definitiva, por un concepto restringido de la materia, que ha venido siendo defendido por un sector relevante de nuestra doctrina. Pero debe tenerse en cuenta que, precisamente por ello, habrá partes del Derecho marítimo español que no están comprendidas en la LNM.

			El nuevo Derecho «marítimo» español aparece ligado a la navegación, pero su especialidad no siempre deriva de la actividad navegatoria en sí misma considerada, ya que esta tarea se puede realizar también en los ríos y no por ello forma parte de esta regulación especial. La utilización del criterio de la singularidad del espacio físico donde se lleva a cabo la navegación marítima como elemento delimitador del objeto del Derecho marítimo excluye de éste el estudio de las relaciones jurídicas que se desarrollan en un espacio distinto al mar, como es el aéreo o el fluvial, aun cuando algunas de sus normas puedan extenderse por razones de analogía.

			A ello se refiere el legislador cuando en el artículo 1.2 de la LNM precisa que Además de la que se realiza por las aguas del mar, también se considera navegación marítima la que se lleva a cabo por las aguas de los ríos, canales, lagos, o embalses naturales o artificiales, cuando sean accesibles para los buques desde el mar, pero sólo hasta donde se haga sensible el efecto de las mareas, así como en los tramos navegables de los ríos hasta donde existan puertos de interés general. Queda así incluida la navegación por el río Guadalquivir hasta el puerto de Sevilla dentro de su ámbito de aplicación. Fuera de estos casos, la navegación por las aguas interiores se regirá por la legislación reguladora del dominio público hidráulico y por las demás disposiciones que le sean de aplicación.

			2. BREVE APUNTE HISTÓRICO

			El Derecho marítimo surge como respuesta a las exigencias estructurales y materiales del transporte y comercio marítimos. Las normas jurídicas reguladoras del transporte marítimo han venido determinadas en cada momento histórico principalmente por dos factores: por la organización económica de la industria navegatoria y los condicionantes técnicos del ejercicio de la navegación. Naturalmente, estos dos elementos son variables y cambian en el tiempo y en el espacio; por eso, cualquier análisis histórico de las normas marítimas parte, en la valoración de épocas concretas, del trazado de una línea general sobre la evolución global, respecto a la cual pueden delimitarse unas áreas geográficas más atrasadas y otras más avanzadas.

			Paradójicamente, pese a la mutabilidad de las formas económicas de organización de la explotación de los buques y de la estructura técnica del transporte marítimo, el Derecho destinado a disciplinar estas realidades ha mostrado a lo largo de la historia una extraordinaria estabilidad, e incluso «inmutabilidad», en opinión de significados autores.

			Tradicionalmente, la opinión mayoritaria ha defendido que el Derecho marítimo nace como Derecho especial en la Baja Edad Media, como manifestación particular de la incipiente Lex Mercatoria promovida por el renacer del comercio. Pero esta opinión no puede hoy aceptarse. Desde principios del siglo XX algunos autores ya venían manifestando que no era posible encontrar en el Derecho civil común el origen de las reglas del Derecho marítimo, no porque nacieran con posterioridad a éste, sino, justo al contrario, porque se trata de un Derecho especial al menos tan viejo como el Derecho civil, que se ha regido siempre por reglas especiales, cuyos más remotos orígenes pueden encontrarse en el Derecho babilónico, hindú y fenicio.

			Por otra parte, también parece generalmente aceptado en la actualidad que la formación autónoma de muchos institutos jurídico-marítimos que tiene lugar en la Edad Media no se produjo ex novo, sino que surgieron, en muchos casos, de un núcleo común integrado por costumbres de diversas procedencias, entre las que el mayor peso específico lo aportarían las de Derecho greco-romano.

			En cualquier caso, resulta evidente que los precedentes más inmediatos de nuestras actuales leyes marítimas hay que buscarlos en la Baja Edad Media. En esta época, restablecimiento del tráfico comercial, sobre todo por vía marítima, cobra un progresivo y ya ininterrumpido auge, que demanda soluciones jurídicas que ya no encuentran cauce en las normas heredadas de la antigüedad, y así es como empieza a perfilarse la distinción entre la legislación terrestre, que observa en buena medida las pautas del Derecho romano, y la legislación marítima, con perfiles propios.

			Los cambios políticos y tecnológicos, así como los económicos (operados especialmente a raíz de la aparición del comercio con las Indias), determinan en buena medida la evolución del Derecho marítimo a lo largo de la Edad Moderna. En esta época se produce una acusada intervención de los poderes públicos sobre el sector marítimo, dirigida fundamentalmente al fomento de la armada y de la marina mercante. Ello conlleva a la centralización de la normativa marítima. En este punto, el pensamiento ilustrado crítico se propone vencer la oscuridad y dispersión de las normas que regulaban el comercio y el proceso mercantil, por arcaicas, incompletas y ambiguas e incluso contradictorias, a fin de superar la indeterminación procesal. Asimismo fueron también objeto de denuncia la arbitrariedad y la falta de aptitud de los mercaderes para juzgar determinados casos, lo que animó a diversos gobernantes a promover la participación de asesores letrados, con más o menos protagonismo, según los casos, cuando los procesos se ventilaban ante tribunales consulares.

			La necesidad de centralizar las leyes e instituciones del comercio se deja sentir en la mayoría de los Estados europeos; casi todos ellos acometieron con mayor o menor intensidad la tarea unificadora y de desarrollo de leyes marítimas nacionales, y en algún caso, como sucedió en Francia, el propósito culminó con éxito, gracias a la centralización colbertista. También a España llegó, a lo largo del siglo XVIII, el fenómeno unificador, en el marco de la política centralizadora de la monarquía borbónica, si bien con un alcance limitado y con pocos y tardíos logros, debido quizás a la mayor resistencia que ofrecían, en una sociedad tan conservadora, las instituciones del Régimen absolutista, entre ellas los consulados, recelosos a la hora de abandonar sus propias Ordenanzas. Pero, con todo, también en España se aprecia una indudable tendencia general hacia la centralización, que presenta múltiples manifestaciones, como la extensión del uso de las Ordenanzas de Bilbao de 1737.

			El principal rasgo del nuevo Derecho de los negocios y, en particular, del Derecho marítimo, universal hasta ese momento (ius mercatorum), es que empieza a «nacionalizarse» con la constitución de los Estados centralizados. Esta nueva circunstancia, sin embargo, no va significar, todavía, un cambio en la configuración del Derecho marítimo como Derecho general de la navegación marítima.

			En la época de la codificación, junto al rasgo de la nacionalización que caracteriza al Derecho marítimo de la Edad moderna, aparece un nuevo elemento, igualmente significativo para la evolución del Derecho marítimo: el de su transformación en Derecho del comercio marítimo. El Derecho marítimo que se incluye en el Code de commerce francés (y, posteriormente, en el Código de comercio español de 1829 y en casi todos los que siguen la estela marcada por la codificación comercial napoleónica) es el que puede denominarse Derecho marítimo privado, porque sus codificadores sólo consideraron, como núcleo esencial del Derecho marítimo, el transporte comercial marítimo, prescindiendo del resto de aspectos implicados en el tráfico. De esta forma, el Derecho marítimo se convierte en Derecho comercial marítimo, quedando fuera de los Códigos instituciones de larga raigambre marítima, como el practicaje o el remolque. Esta asimilación parcial supuso una ruptura con la tradición que representaba la Ordenanza de la Marina de 1681, caracterizada por reunir en un cuerpo legal unitario todas las disposiciones reguladoras de la navegación marítima, fueran de carácter público o privado.

			El Derecho marítimo más moderno se distingue por su motivación de respuesta frente a las limitaciones que presenta el Derecho marítimo codificado: el nacionalismo y su carácter estrictamente privado. Además, es un Derecho que busca imprimir a la cuestión marítima una nueva fisonomía, adaptada a las nuevas formas de organización de la empresa de navegación. Tres son, pues, los rasgos destacables en esta etapa:

			1. Progresiva superación del nacionalismo. La utilidad del Derecho marítimo tiene una innegable dimensión supranacional. Es precisa y urgente la formulación de un Derecho marítimo uniforme, todavía en fase de gestación; la normativa sobre el transporte, por ejemplo, es compleja, heterogénea y su regulación se halla dispersa en función del modo (transporte marítimo, terrestre, aéreo, por ferrocarril o fluvial), del objeto (transporte de mercancías o pasajeros) y del lugar (transporte nacional o internacional). La articulación de una regulación uniforme del transporte es una vieja aspiración que, aun cuando aún hoy representa un empeño difícilmente alcanzable, no debe ser abandonada.

			Analizando la Lex Mercatoria con una perspectiva contemporánea, se aprecia la tendencia hacia su uniformidad. En los últimos años, se han aprobado e incorporado a nuestro Ordenamiento gran número de normas internacionales que afectan a cuestiones tradicionalmente consideradas como de «Derecho privado» (transporte marítimo, limitación de responsabilidad, embargo de buques, etc.) y ponen de manifiesto que las necesidades sentidas por el sector marítimo son similares en cualquier Estado (con la salvedad de la contraposición de intereses entre países cargadores o importadores y países armadores). Mayor retraso se aprecia en el desarrollo del Derecho marítimo público, aunque en las últimas décadas, gracias a labor de la OMI y de la UE, asistimos a un verdadero aluvión de normas sobre seguridad marítima, como veremos en la lección correspondiente.

			2. Tendencia expansiva del contenido normativo del Derecho marítimo, que experimenta desde comienzos del siglo XX una considerable ampliación, desbordando los estrechos cauces del Código de comercio.

			La extensión del campo marítimo obedece, sobre todo, a un creciente interés público por este sector. Las normas marítimas consideradas de «carácter público» se han multiplicado como consecuencia de la afirmación de principios que han ido informando buena parte de las instituciones del Derecho marítimo, o que motivan el nacimiento de otras nuevas. Es el caso, por ejemplo, del principio de seguridad en la navegación que preside gran parte de la reciente normativa, internacional e interna, y se proyecta sobre temas tan diversos como la construcción de buques, el pasaje, el transporte de mercancías, el practicaje, la prevención de abordajes, la protección del medio marino, la titulación o capacitación profesional del personal marítimo, el régimen laboral, policía marítima, el salvamento marítimo, etc.

			El ensanche progresivo del moderno Derecho marítimo impide definitivamente considerarlo como disciplina que coincide con el Derecho del comercio marítimo, al comprender materias más diversas, de orden público y privado.

			En este marco, resulta dudoso si debe o no abandonarse la vieja pretensión decimonónica de albergar toda la normativa marítima en un único cuerpo legal. La multiplicidad de normas vigentes difícilmente puede ser reconducida a un solo instrumento, pero, no obstante, la tendencia actual apunta hacia la elaboración de leyes generales que comprendan, sino todas, sí al menos las principales normas jurídico-marítimas.

			3. Preocupación por la adecuación a las nuevas formas de organización de la empresa de navegación.

			Las innovaciones técnicas y económicas introducidas en el sector del transporte en los últimos años y, en particular, fenómenos como la concepción logística del transporte, el uso de contenedores, la agrupación de cargas, la multiplicación de los intercambios comerciales o el fraccionamiento y la complejidad de las operaciones, han creado un escenario distinto, con nuevas necesidades a las que el Derecho debe atender. Junto a la aparición de diferentes problemas, se ha reavivado el interés por temas ya clásicos del Derecho del transporte, como la noción de porteador o la regulación de los supuestos de participación concurrente de transportistas, muy frecuente en el tráfico actual. Hoy existen numerosas fórmulas de colaboración entre los empresarios de transporte para reducir los costes y optimizar los recursos en un mercado cada vez más tecnificado y competitivo. Es habitual que las operaciones de transporte internacional requieran la participación de una pluralidad de transportistas, bien porque el porteador inicial subcontrate una parte o la totalidad del desplazamiento, o bien porque el trayecto demandado deba ser ejecutado en diversas etapas, encomendadas a porteadores diferentes, de tal manera que existe una multiplicidad de contratos celebrados con un mismo objetivo: el traslado de mercancías.

			En la moderna práctica empresarial, el transporte no es un elemento aislado, sino parte de un proceso económico y técnico más complejo, al que suele denominarse logística, haciéndose con ello referencia al conjunto de actividades necesarias para el almacenaje y desplazamiento de cargas, incluyendo tareas como la consolidación de cargas de distintas procedencias y su distribución hacia destinos también diversos, que suponen la prestación de una serie de servicios de alto valor añadido respecto al transporte en sentido estricto. Como lógica consecuencia, se amplía el contenido de la actividad empresarial dedicada al transporte, puesto que el tráfico actual demanda una logística completa que atienda a las necesidades del transporte puerta a puerta y a otras realidades incipientes. Esta nueva concepción del transporte exige la coordinación con todas las prestaciones accesorias que conlleva: contratación de seguros, redacción de documentos, tránsitos aduaneros, recogida, almacenaje, manipulación, embalajes, manipulación, carga y descarga, entrega, etc. El resultado de este engranaje depende de la capacidad organizativa empresarial, imprescindible para ofrecer un servicio de transporte completo y eficaz, superando inconvenientes como el de la agrupación de cargas, el fraccionamiento de los itinerarios o la especialización de los porteadores efectivos.

			El transporte es cada vez más y sobre todo en algunas de sus modalidades, una prestación compleja que aúna la ejecución de una obligación principal, consistente en el traslado de una cosa de un punto a otro, y prestaciones accesorias muy diversas, encomendadas con frecuencia a empresarios especializados que colaboran con el porteador en régimen de independencia y que generalmente no pueden ser considerados como transportistas. Por este motivo, en las últimas décadas se ha producido una progresiva especialización de las empresas de transporte que ha propiciado la concurrencia de porteadores en una misma operación, dado que no siempre un único porteador puede con sus propios medios ejecutar todas las fases de la prestación. Además, el incremento del tráfico de mercancías entre lugares muy distantes, sobre todo en el tráfico terrestre, ha contribuido también a que las empresas particularicen su actividad en itinerarios concretos, apoyándose en otros porteadores para desplazar las mercancías hasta su destino final. En esta superposición de relaciones, la articulación del vínculo de colaboración que une a los distintos sujetos intervinientes puede seguir modelos diferentes.

			Así, la propia dinámica del tráfico ha generado la aparición de este nuevo tipo de empresarios del transporte, denominados de formas diversas (operadores o agencias de transporte, freightforwarders), cuya actividad se dirige más que al hecho de transportar en sí, a la organización de todas las actividades precisas para conseguir esa finalidad. Su papel es relevante en el proceso de agrupación de cargas con distinto origen y destino, que es el que permite un mejor aprovechamiento de la capacidad de carga de los medios de transporte y la consiguiente reducción del precio de los servicios. Los usuarios de los servicios de transporte obtienen más fácilmente el resultado final que persiguen acudiendo a un experto intermediario que se haga cargo de la operación de transporte en su conjunto y trate directamente con los diversos empresarios necesarios para la consecución de este fin, evitando que el remitente tenga que contratar personalmente con diversos porteadores. Estas grandes empresas mediadoras intervienen en relación con todo tipo de transportes y utilizan para el desplazamiento de las mercancías la ruta más apropiada, según cada caso.

			El surgimiento de los empresarios de la logística va indisolublemente unido a la multimodalidad y al empleo de contenedores. El transporte por medio de contenedores tiene gran incidencia en el problema de la determinación de los sujetos sobre los que pesa la responsabilidad derivada del transporte y del alcance de las obligaciones que asume el transportista. Si antaño la tendencia generalizada entre los transportistas era la de no hacerse cargo de las actividades complementarias del transporte, fueran previas o posteriores al desplazamiento, en la actualidad son muchos los empresarios que ofrecen unos servicios globales, incluyendo todas las actividades necesarias para ejecutar la prestación. De esta forma, adquiere relevancia el fenómeno del transporte «puerta a puerta», íntimamente ligado al uso del contenedor.

			En cuanto a la multimodalidad, uno de los factores contemporáneos que caracteriza al transporte internacional, plantea nuevos desafíos a su régimen jurídico, por la complejidad de las operaciones en las que intervienen operadores, mediadores, comisionistas, agencias de transporte, transitarios y otras figuras que se intercalan en la típica relación cargador-transportista, y por la utilización de clausulados de los que no siempre es posible inferir con claridad la naturaleza de la prestación contratada.

			Nuevamente, en definitiva, las circunstancias del tráfico promueven la adaptación del Derecho marítimo para encauzar los conflictos jurídicos que van unidos a estas innovaciones.

			3. NOTAS CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO DE LA NAVEGACIÓN

			La doctrina caracteriza al Derecho marítimo o Derecho de la navegación actual resaltando su estabilidad, su universalidad, su creciente permeabilidad al Derecho público y su especialidad o particularismo. Algunos de estos rasgos ya han sido tratados en las páginas que abren esta obra y nos aproximan al concepto de Derecho marítimo. Nos queda ahora ocuparnos del resto de cualidades que tradicionalmente distinguen esta rama del Ordenamiento.

			3.1. ESTABILIDAD


			A lo largo del tiempo, una de las notas más significativas del Derecho marítimo ha sido la estabilidad que muestran sus instituciones principales. Hasta hace poco, en efecto, el mantenimiento de las instituciones jurídico-marítimas se correspondía con la permanencia de las necesidades técnicas y económicas de la navegación. La estabilidad de la materia regulada determinaba la del Derecho que lo regía.

			Sin embargo, con ser cierta su presencia característica, la representatividad de este rasgo típico del Derecho marítimo, su inalterabilidad, comienza a perder progresivamente significación desde mediados del siglo XIX. Hasta poco después de la primera codificación mercantil, la técnica navegatoria seguía ofreciendo un estado sustancialmente semejante al de la época romana, pero la revolución industrial produce transformaciones de todo orden (técnicas, económicas y sociales), que afectan también a la navegación y a su Derecho y traen consigo importantes consecuencias jurídicas teniendo en cuenta el peso que las exigencias de tipo técnico tienen en la conformación del Derecho marítimo. Es por ello que difícilmente puede defenderse hoy el carácter estático del Derecho marítimo.

			La aplicación de las innovaciones tecnológicas a la ciencia navegatoria y al comercio marítimo tiene dos manifestaciones principales. De un lado, consigue reducir el riesgo y la incertidumbre de la navegación, como ya vimos, y, de otro lado, el avance tecnológico repercute en el transporte marítimo incrementando progresivamente su velocidad; aunque aún no puedan competir con los aéreos, ni siquiera con los terrestres, los viajes por mar son cada vez más rápidos. Esta es una circunstancia a la que la regulación marítima es especialmente sensible, porque sin duda la rapidez del tráfico es un requisito medular para la organización del transporte marítimo, en el que la rentabilidad económica sólo se alcanza mediante una explotación intensiva del buque que hace necesaria multiplicar las expediciones y cargar y descargar rápidamente para minimizar los grandes gastos que genera un buque parado.

			Con todo, puede afirmarse que algunas de las instituciones tradicionales del Derecho marítimo han permanecido junto a otras nuevas que cumplen funciones semejantes. De hecho, hay quien afirma que el Derecho marítimo no desecha las instituciones que va creando a lo largo de la evolución, sino que las acumula, y deja a la práctica la libertad para optar por su utilización. El ejemplo más significativo es el de la avería gruesa. Y es que las viejas instituciones, que muchas veces parecen moribundas, presentan una notable capacidad de adaptación a las nuevas necesidades, y por ello podemos seguir manteniendo, con las matizaciones apuntadas, la inclinación conservadora que las caracteriza y que se detecta en las dificultades que surgen al abordar la modificación de reglas marítimas consolidadas. Buena muestra de ello es el atraso que acusa el régimen uniforme del transporte marítimo respecto al aéreo o al ferroviario y el hecho de que ese régimen constituya en la actualidad una rémora para el logro de la deseada multimodalidad jurídica del transporte internacional.

			3.2. UNIVERSALIDAD


			Por la propia naturaleza del medio donde se lleva cabo el comercio marítimo, la propensión característica del Derecho mercantil hacia la universalidad se acentúa aún más en el Derecho marítimo. En este sentido, resultan muy significativas las palabras de PARDESSUS, recogidas en la época en la que el nacionalismo jurídico alcanzaba sus cotas más altas: «el peor Código marítimo sería aquel que sólo hubiera sido dictado por la influencia particular de las costumbres de un solo pueblo». El Derecho marítimo, si quiere servir para algo, ha de ser un Derecho ajeno a la ficción jurídica de las fronteras, pues el mar, elemento en el que halla su singularidad, lo es.

			La universalidad del Derecho marítimo deriva de dos realidades íntimamente ligadas. Por un lado, existe una innegable y sustancial identidad del hecho técnico de la navegación, que promueve la similitud funcional de las instituciones jurídico-marítimas. Por otro lado, la nota de universalidad procede también de la aspiración a una homogeneidad de esta rama del Ordenamiento que transcienda las diferencias de los diversos Derechos nacionales y el entorpecimiento que suponen en la consecución del sentido teleológico del propio Derecho en este campo de las relaciones. El enfoque internacionalista que suele aportar el Derecho marítimo es consecuencia de la progresiva expansión de la navegación y es un proceso en el que están interesados y colaboran estrechamente todos los sectores relacionados con la navegación marítima.

			Las formas utilizadas para uniformar este sector del Ordenamiento son de diversa naturaleza y alcance también distinto. El tradicional recurso a la creación de normas consuetudinarias ha sido hoy sustituido en buena medida por la aprobación de Convenciones internacionales y por la existencia de un Derecho de los formularios, al que posteriormente haremos referencia.

			3.3. INTERVENCIONISMO ADMINISTRATIVO


			La permanente integración de las normas de Derecho público y privado en el campo jurídico-marítimo es anterior al fenómeno moderno de la creciente intervención y control que el Estado viene ejerciendo desde principios del siglo XX en las actividades económicas, como anterior es el propio Derecho marítimo respecto a la distinción entre las categorías de Derecho público y Derecho privado.

			Ahora bien, la relevancia tradicional de las normas públicas dentro del Derecho marítimo se intensifica en la actualidad, hasta el punto de que casi todas sus instituciones se encuentran impregnadas por reglas de carácter público. El estudio del estatuto jurídico del buque, por ejemplo, requiere analizar el régimen administrativo del abanderamiento, matriculación y registro marítimo; la adecuada comprensión del papel que desempeña a bordo el capitán del buque no es posible sin conocer sus funciones públicas, y lo mismo puede decirse de todo lo relativo a la aptitud y cualificación de los miembros de la tripulación, que puede incidir en la navegabilidad del buque, pero que escapa del campo del Derecho privado.

			La separación Derecho público-Derecho privado es particularmente difícil en el ámbito del Derecho marítimo, en el que frecuentemente una misma institución se regula con la misma fuerza jurídica por normas públicas y privadas, dando origen a relaciones jurídicas que son a la vez públicas y privadas. De ahí la necesidad, no ya sólo conveniencia, de considerar las instituciones marítimas como una unidad compleja.

			4. LAS FUENTES DEL DERECHO MARÍTIMO

			4.1. FUENTES LEGALES


			4.1.1. De Derecho interno

			En nuestro Ordenamiento, la vigente disciplina interna del Derecho de la navegación se encuentra principalmente en la Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima.

			El legislador español ha optado por la creación de una rama inspirada por principios propios y dotada de autonomía orgánica y legislativa. A tales efectos, proclama la autonomía de fuentes en el artículo 2 LNM: la presente ley se aplicará en tanto no se oponga a lo dispuesto en los Tratados Internacionales vigentes en España y en las normas de la Unión Europea que regulen la misma materia. De forma supletoria se estará a las leyes y reglamentos complementarios y a los usos y costumbres relativos a la navegación marítima. A falta de todo ello y en cuanto no se pudiere recurrir a la analogía se aplicará el Derecho común.

			Los usos y costumbres de la navegación marítima se constituyen así en segunda fuente del Derecho de la navegación, con prioridad sobre cualquier otra norma legal. La vigencia de esos usos habrá de ser probada en caso de que se invoquen ante los tribunales españoles, por alguno de los medios reconocidos en Derecho. En tercer lugar, el precepto invoca la aplicación de la analogía para colmar las lagunas del conjunto de la normativa marítima constituido por la propia LNM, los Tratados Internacionales y el Derecho de la UE, y los usos y costumbres de la navegación marítima. Por último, como fuente de cierre, hay una remisión final al Derecho común, al que habrá de acudirse «a falta de todo ello».

			4.1.2. De Derecho internacional

			Tanto los juristas como los operadores económicos han venido exigiendo e impulsando una regulación uniforme en la materia marítima. La uniformidad se ha logrado ya en muchos sectores del tráfico marítimo en los que operan diversos convenios internacionales. Pero esa deseada uniformidad también plantea complicados problemas jurídicos, originados por la coexistencia de una normativa nacional interna que se aplica a las mismas relaciones que la regulación internacional, en función de criterios que distan de ser claros en muchos casos. Por ello, con buen criterio, el legislador español ha introducido en el artículo 2 de la LNM elementos para evitar tales distorsiones. De un lado, se establece que la citada ley se aplicará en tanto no se oponga a lo dispuesto en los tratados internacionales vigentes en España y en las normas de la Unión Europea que regulen la misma materia. Del otro, se ofrece un criterio preferente de interpretación en favor del Derecho uniforme: para la interpretación de las normas de esta ley se atenderá a la regulación contenida en los tratados internacionales vigentes en España y la conveniencia de promover la uniformidad en la regulación de las materias objeto de la misma.

			En la actualidad son numerosísimos los Convenios internacionales reguladores de materias marítimas, cada uno de diferente alcance, tanto en su grado de aceptación como en su ámbito objetivo. Ello plantea un panorama muy complejo, en el que no siempre resulta fácil saber cuál es el Derecho sustantivo que resulta aplicable a un determinado conflicto de intereses.

			En realidad, hoy en día, en la esfera del Derecho marítimo internacional el problema no es tanto la ausencia de un cuerpo jurídico sustantivo como la ineficacia de ese Derecho, ligada a la ausencia de una verdadera voluntad de aplicarlo por parte de muchos Estados y operadores marítimos. Ello ha dado lugar a fenómenos muy singulares, como el control de buques por estado del puerto, con los que se busca garantizar la aplicación de las normas internacionales vigentes.

			4.1.3. El Derecho marítimo de la Unión Europea

			Hasta 1986 las normas dictadas en el ámbito comunitario en materia marítima estaban limitadas a la regulación del mercado del transporte y a la adopción de contramedidas en caso de restricciones a los armadores comunitarios en el acceso a los tráficos internacionales. Así, por ejemplo, por medio del Reglamento 954/79 del Consejo, de 15 de mayo de 1979, se concreta la posición comunitaria ante la adopción o ratificación por los Estados miembros del Código de conducta UNCTAD de las conferencias marítimas.

			Pero a partir de ese año y, en particular, tras la aprobación de los cuatro Reglamentos del Consejo de 22 de diciembre de 1986, puede decirse que nace una Política comunitaria de los transportes marítimos. En esos Reglamentos se establece la liberalización de la prestación de servicios de transporte marítimo a favor de los armadores comunitarios que exploten buques que enarbolen o no pabellones de los Estados miembros (Reglamento 4055/86), la aplicación de las normas de Derecho comunitario de la competencia a los transportes marítimos (Reglamento 4056/86), el régimen de las medidas de protección frente al dumping sufrido por los armadores comunitarios debido a prácticas de subsidios realizadas por terceros Estados (Reglamento 4057/86) y la adopción de medidas coordinadas en caso de restricciones de acceso a los tráficos transoceánicos sufridas por los armadores comunitarios (Reglamento 4058/86).

			Alcanzados los objetivos previstos en relación al mercado interior mediante el establecimiento de un mercado común de los transportes marítimos cambia el punto de mira de la Policía comunitaria, que pasa a centrar sus esfuerzos en las políticas de seguridad marítima y lucha contra la contaminación del medio marino. En este campo, la producción normativa comunitaria ha sufrido altibajos, al hilo, sobre todo, de desastres ecológicos como los causados por los buques Erika y Prestige. Así, por ejemplo, se dictan normas sobre el control de los buques por el Estado del puerto, que buscan acabar con los buques subestándar en las aguas comunitarias (Directiva 95/21/CE del Consejo, de 19 de junio de 1995, sobre el cumplimiento de las normas internacionales sobre seguridad marítima, prevención de contaminación y condiciones de vida y trabajo a bordo, por parte de los buques que utilicen los puertos comunitarios o las instalaciones situadas en aguas bajo jurisdicción de los Estados miembros), o destinadas a controlar el ejercicio de funciones públicas por parte de las sociedades de clasificación de buques (Directiva 94/57/CE del Consejo, de 22 de noviembre de 1994, sobre reglas y estándares comunes para las organizaciones de inspección y peritaje de buques y para las actividades correspondientes de las administraciones marítimas). También se introducen medidas de orden penal, aplicables a los supuestos de responsabilidad por contaminación ocasionada por los buques (Directiva 2005/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, relativa a la contaminación procedente de buques y la introducción de sanciones para las infracciones) o normas sobre la construcción y el diseño de determinados buques, como la que establece la introducción acelerada de normas de doble casco o de diseño equivalente para los petroleros de casco único [Reglamento (CE) n.º 417/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de febrero de 2002, relativo a la introducción acelerada de normas en materia de doble casco o de diseño equivalente para petroleros de casco único, y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 2978/94 del Consejo, DOCE L, n.º 64, de 7 de marzo de 2002].

			En fechas más recientes, la política europea de los transportes y de la seguridad marítima ha ido dirigida a completar y consolidar los grandes logros obtenidos en las dos décadas anteriores. La cantidad de Directivas y Reglamentos aprobados ha sido ingente y no es preciso hacer aquí una enumeración exhaustiva que necesariamente quedaría pronto obsoleta. Baste destacar, entre las principales, la Directiva 2012/35/UE, de 21 de noviembre de 2012, por la que se modifica la Directiva 2008/106/CE relativa al nivel mínimo de formación en las profesiones marítimas; la Directiva 2013/38/UE, de 12 de agosto de 2013, por la que se modifica la Directiva 2009/16/CE sobre el control de los buques por el Estado rector del puerto; o la Directiva 2013/54/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de noviembre de 2013, sobre determinadas responsabilidades del Estado del pabellón en materia de cumplimiento y control de la aplicación del Convenio sobre el trabajo marítimo.

			4.2. FUENTES CONVENCIONALES: EL PAPEL DEL DERECHO DE LOS FORMULARIOS


			Los formularios contractuales marítimos, o condiciones generales de la contratación, tal como hoy los conocemos, son una realidad que aparece en la segunda mitad del siglo XIX. Ante las insuficiencias y limitaciones del Derecho marítimo contenido en las leyes y en los códigos nacionales, los propios operadores del tráfico, por vía convencional, esto es, haciendo uso del principio de autonomía de la voluntad que les reconoce el Ordenamiento, al redactar los contratos tipo que ofrecen a sus clientes dotan a la institución de un contenido adecuado a las exigencias del tráfico. Se crea así un Derecho de producción autónoma, en el que se aprecia una fuerte influencia de la práctica y de la jurisprudencia inglesa.

			Como ya hemos visto, el principal fruto de la codificación fue la nacionalización del Derecho marítimo positivo. Ello no obstante, debe tenerse en cuenta que en la generalidad de los Ordenamientos decimonónicos se contiene un Derecho marítimo dispositivo e incompleto, por lo que para casi ninguna institución existe una regulación imperativa, completa y sistemática. En consecuencia, los operadores del tráfico han gozado tradicionalmente de plena libertad para elaborar sus propias reglas. Este hecho podría haber producido una enorme dispersión normativa, de manera que en cada región o puerto la disciplina del comercio marítimo fuera particular. Sin embargo, probablemente debido a la existencia de formularios contractuales estandarizados de difusión internacional, la realidad muestra que el vacío provocado por la inexistencia o insuficiencia de una legislación nacional o internacional ha favorecido la formación de un Derecho peculiar, creado por los propios comerciantes, que tiene un marcado carácter uniforme. 

			En el tráfico marítimo, como en muchos otros ámbitos del intercambio mercantil moderno, la contratación se lleva a cabo sobre la base de contratos tipo que contienen una serie de condiciones generales, establecidas por el propio empresario contratante, que rara vez sufren modificaciones en el momento de ser negociadas las condiciones particulares de cada contrato. Si bien a principios de este siglo resulta habitual que cada armador redacte ex novo su propia póliza, pronto la mayor experiencia de las compañías marítimas británicas y la influencia de las soluciones jurídicas aportadas por el Derecho anglosajón en su vertiente maritimista determinan que muchas de las cláusulas empleadas por dichas compañías sean copiadas por los empresarios de otros ámbitos geográficos, imponiéndose en la práctica internacional, desde finales de la primera guerra mundial, el uso de formularios contractuales de inspiración británica, circunstancia ésta que contribuye decisivamente a la formación de un Derecho convencional marítimo uniforme.

			La homogeneidad del contenido obligacional de las pólizas marítimas actualmente en vigor se ha visto, además, reforzada por la aparición de determinados formularios aprobados por grupos o asociaciones de empresarios y por diversas organizaciones internacionales relacionadas con el tráfico marítimo. Debe destacarse en este sentido la labor realizada en el ámbito europeo por la Chamber of Shipping del Reino Unido y, sobre todo, por la BIMCO (Consejo Marítimo Internacional y del Báltico/Baltic and International Maritime Council). En el seno de dichas organizaciones se han negociado y redactado algunos de los formularios de mayor difusión.

			Los contratos tipo contienen una serie de reglas destinadas a disciplinar las relaciones entre los empresarios contratantes (por ejemplo, las condiciones de pago del precio, el régimen de responsabilidad por los daños causados durante la ejecución de la prestación, etc.) y, si bien el carácter de las condiciones generales como fuente del Derecho, es decir, como manifestación de Derecho objetivo, resulta discutible, algunas de ellas constituyen efectivamente usos de comercio ya consolidados o en proceso de formación por su repetición en el tráfico. En cualquier caso, y a pesar de que la mayoría de los formularios poseen una naturaleza estrictamente contractual, puede afirmarse que en la actualidad existe, de facto, un Derecho marítimo uniforme de creación convencional que se plasma en las pólizas de mayor difusión.

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			LOS ESPACIOS DE LA NAVEGACIÓN

			1. DISCIPLINA NORMATIVA

			1.1. FUENTES DE DERECHO INTERNACIONAL


			Históricamente, las sociedades humanas siempre han mostrado constancia en su preocupación por ordenar el espacio marítimo, aunque sus inquietudes hayan ido evolucionando a lo largo del tiempo. Las primeras normas del Derecho del mar surgen para resolver los conflictos relacionados con la defensa o la guerra por mar. A esta necesidad originaria se superponen más tarde motivaciones económicas que dan un sentido distinto a la regulación, convirtiéndose en su eje principal hasta que, a finales del siglo XX, la conciencia sobre la importancia y vigencia de preservar el medio ambiente marino para las futuras generaciones y la conveniencia de reforzar la seguridad en la navegación dan un nuevo impulso a las normas. Cada época hace predominar sus propios intereses, añadiéndose a los ya creados o sustituyéndolos, según el momento histórico, de forma que la concepción que el hombre ha tenido del mar como medio, como espacio, como ecosistema, depende de lo que en cada tiempo quiere y busca en él, en función de su inclinación concreta hacia el provecho potencial que el mar ofrece.

			La norma más importante del moderno Derecho del mar es el Convenio de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar de 1982 (CNUDM), aprobado en Montego Bay (Jamaica), el 30 de abril de 1982. El texto se abrió a la firma el 10 de diciembre de ese mismo año y entró en vigor el 16 de noviembre de 1994, un año después del depósito del sexagésimo Instrumento de ratificación por el gobierno de Guyana, según lo dispuesto en su artículo 308.1. España ratificó la Convención mediante Instrumento de 20 de diciembre de 1996 (BOE n.º 38, de 14 de febrero de 1997), por lo que está en vigor en nuestro país desde esta última fecha, siendo objeto de diversas declaraciones interpretativas, por parte del Estado español, que no suponen reservas ni excepciones, prohibidas por la propia Convención en su artículo 309.

			Este convenio es fruto de los trabajos de la III Conferencia de la Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, que ha sido el foro de discusión más relevante convocado nunca para resolver los problemas del Derecho del mar, no sólo por su duración de casi diez años, sino por las importantes tareas preparatorias que la precedieron. Resultaba evidente la voluntad de NN.UU. de que esta vez todas las cuestiones planteadas quedaran razonablemente bien resueltas, para así acabar con los problemas que la regulación de los espacios marítimos venía arrastrando desde hacía más de un siglo. Pero el ambicioso carácter de algunos de los puntos de la Convención dilató enormemente el proceso negociador y ha motivado las reticencias de algunas importantes potencias marítimas e industriales a la hora de su ratificación.

			La CNUDM opera como una suerte de Derecho común o general de la navegación marítima y el uso de los mares y océanos. Podría ser considerada, de hecho, como una especie de constitución, utilizando este término con todas las reservas, que se sitúa en el vértice del sistema y que encuentra su desarrollo en una normativa muy variada, compleja y detallada, producida, sobre todo, en el marco de la OMI.

			1.2. FUENTES DEL DERECHO INTERNO ESPAÑOL


			En cuanto al Derecho interno español, la principal norma es la LNM, que en su Título I, bajo el enunciado De la ordenación administrativa de la navegación, regula diversos aspectos del Derecho del mar, de acuerdo con los compromisos internacionales asumidos por España, como se desprende expresamente de la voluntad manifestada por el legislador en el artículo 19 de la Ley: la navegación por los espacios marítimos españoles bien sea para atravesarlos en paso lateral o bien para entrar o salir de los puertos o terminales del litoral nacional se ajustará a las previsiones de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, firmada en Montego Bay el 10 de diciembre de 1982, respetando en todo caso las restricciones y requisitos establecidos en la presente ley y lo que proceda conforme a la legislación sobre seguridad, defensa, aduanas, sanidad, extranjería e inmigración.

			Debe tenerse en cuenta, también, la Ley 10/1977, de 4 de enero, sobre el Mar Territorial (BOE n.º 7, de 8 de enero). Sus prescripciones han sido en parte desarrolladas por el RD 2.510/1977, de 5 de agosto, sobre trazado de líneas de base rectas para la delimitación de las aguas jurisdiccionales españolas (BOE n.º 234, de 30 de septiembre). Asimismo la Ley 15/1978, de 20 de febrero, sobre la Zona Económica Exclusiva (BOE n.º 46, de 23 de febrero). En virtud de la facultad que otorga la disposición final primera de ésta, el gobierno aprobó el RD 1.315/1997, de 1 de agosto, por el que se establece una zona de protección pesquera en el mar Mediterráneo (BOE n.º 204, de 26 de agosto), entre el cabo de Gata y la frontera francesa, y el Real Decreto 236/2013, de 5 de abril, por el que se establece la Zona Económica Exclusiva de España en el Mediterráneo noroccidental.

			Además, deben tenerse en cuenta las prescripciones que contienen el TRLPEMM, la Ley 22/1988, de 28 de julio, de costas (LC) y la Ley 44/2010, de 30 de diciembre, de aguas canarias.

			2. RÉGIMEN DE NAVEGACIÓN POR AGUAS INTERIORES

			El concepto jurídico de aguas interiores es de reciente creación. El Derecho del mar clásico, el que se empieza a construir a comienzos de la Edad moderna, se articula sobre dos nociones antagónicas: la de alta mar y la del mar territorial, referidas sólo a la superficie de las aguas marinas y sometidas cada una a su propio régimen jurídico. Pero dentro del mar territorial no se distinguían categorías diversas, otorgándose la misma consideración a todas las aguas que formaban parte de este espacio.

			Las aguas interiores, dotadas de régimen jurídico propio, aparecen en 1958, al ser incorporado este término al Convenio de Ginebra sobre mar territorial y zona contigua. Posteriormente, en 1982, su concepto sigue perfilándose mediante la introducción de una serie de normas que configuran un régimen jurídico peculiar para este espacio marino. Resulta significativo, sin embargo, que en el Convenio de 1982 el régimen de las aguas interiores se contenga en la Parte correspondiente al mar territorial, pese a la diferenciación jurídica de ambos espacios marinos, lo que prueba el estado embrionario del propio concepto, pues son muchas las dudas y lagunas que presenta todavía el régimen jurídico de las aguas interiores, siendo muy escasa e insuficiente su regulación.

			2.1. DELIMITACIÓN


			Siguiendo lo dispuesto en el artículo 8 CNUDM, entendemos por aguas interiores las situadas en el interior de la línea de base del mar territorial, de manera que el límite exterior de estas aguas interiores es, al mismo tiempo, límite interior del mar territorial, mientras que por su límite interior las aguas interiores lindan con la tierra firme, salvo en los casos que más adelante veremos.

			Dentro de las aguas interiores se incluyen espacios marinos tan relevantes como los puertos y, además, las radas, bahías y, en general, todas aquellas aguas que queden encerradas por el trazado de las líneas de base recta. En otros términos, sólo cuando se utilice para la delimitación del mar territorial el criterio de las líneas de base recta, se establecen aguas interiores marítimas. En cambio, cuando se recurre al sistema de la línea de base normal, o de la bajamar escorada, no existe este espacio de aguas saladas o marítimas.

			Respecto a la división que admite el concepto de aguas interiores, la definición de lo que debamos entender por aguas interiores saladas o marinas y aguas interiores dulces o continentales es una cuestión que no está adecuadamente resuelta en la Convención. Dado que CNUDM no hace distinción entre estos tipos de espacios, hay que considerar, a efectos del Derecho internacional del mar, que ambos se integran en el concepto más amplio de aguas interiores. Ahora bien, esta integración no es suficiente, considerando que existe un régimen jurídico propio aplicable a las aguas interiores continentales y otro específico para las aguas marinas. Es preciso, por tanto, clarificar técnica y jurídicamente la delimitación de estas subcategorías acudiendo a las normas de Derecho interno.

			En España, el TRLPEMM, define en su artículo 8.1 las aguas territoriales españolas como las situadas en el interior de las líneas de base del mar territorial, incluyéndose en ellas los ríos, lagos y las aguas continentales. Nada se dice respecto a la forma de distinguir en ellas espacios diversos. Ahora bien, de acuerdo con lo dispuesto en la LNM, debe considerarse que son aguas interiores marítimas las comprendidas entre las líneas de base rectas y la ribera del mar, extendiéndose a los márgenes de los ríos hasta el punto donde se sientan los efectos de las mareas y a todos los tramos fluviales navegables abiertos al tráfico marítimo hasta donde existan puertos de interés general (art. 1). En consecuencia, la navegación que discurra por estas aguas queda sometida al Derecho de la navegación marítima.

			Por el contrario, quedan fuera del ámbito del Derecho marítimo las aguas dulces interiores, que comprenden lagos, pantanos y aguas fluviales donde no sean perceptibles los efectos de las mareas o que no estén abiertas al tráfico marítimo, de forma que la navegación que se lleve a cabo en ellas encuentra su regulación en la legislación reguladora del dominio público hidráulico y en las demás disposiciones específicas que le sean de aplicación (art. 1.3 LNM).

			2.2. EL RÉGIMEN DE ACCESO A LOS PUERTOS


			La LNM establece en su artículo 7 que todos los buques podrán entrar en los puertos españoles abiertos a la navegación marítima nacional e internacional, con sujeción en todo caso a las prescripciones contenidas en la propia LNM y en las demás de la legislación portuaria, de seguridad, de aduanas, de extranjería e inmigración, de policía, de sanidad, medioambiental y pesquera, así como a las condiciones operativas establecidas.

			La entrada de buques en los puertos españoles se podrá prohibir o condicionar por razones de emergencia o riesgos específicos para la salud pública, la seguridad de la navegación, la protección de los tráficos y las instalaciones portuarias, la represión de la pesca ilegal o la sostenibilidad ambiental, de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.

			La autorización para entrar en puerto se concederá por la Administración portuaria, a solicitud de los armadores, navieros, capitanes o consignatarios, y quedará siempre supeditada al cumplimiento de la legislación vigente.

			Contempla asimismo la LNM la posibilidad de que la Autoridad Marítima proceda al cierre de los puertos, en su artículo 8, conforme al cual corresponde a la Autoridad Portuaria correspondiente, de acuerdo con la normativa vigente, ordenar el cierre temporal de puertos y terminales a la navegación de buques, previo informe de la Capitanía Marítima, así como adoptar las medidas precisas para dar a dichas decisiones la debida publicidad internacional. La Administración Marítima podrá proponer provisionalmente la prohibición de la navegación en los puertos y en sus canales de acceso, así como también la entrada y salida de buques, cuando lo aconsejen las condiciones meteorológicas o hidrográficas, existan obstáculos para la navegación o medien razones de protección, emergencia, seguridad pública o medioambiental o de orden público. Dicha propuesta de prohibición podrá asimismo formularse o condicionarse respecto a los buques que, por presentar graves deficiencias de navegabilidad, pudieran constituir un peligro para la seguridad de las personas o de los bienes o del medioambiente.

			Por otra parte, el régimen de visita y de estadía de los buques en los puertos y terminales de carga y descarga de mercancías y equipajes, y de embarque y desembarque de pasajeros y vehículos se regirá por lo previsto en la legislación portuaria y en lo no previsto en la misma por lo regulado en la propia LNM y en las demás leyes y reglamentos aplicables (art. 10.1).

			La estancia de un buque extranjero en un puerto español precisa de un consignatario, en los términos fijados en el artículo 10.2 LNM, con la excepción de las embarcaciones de recreo, que podrán ser directamente representadas por su propietario o capitán. La misma obligación de consignación podrá ser reglamentariamente establecida para los buques nacionales.

			En relación con los buques en peligro, parece evidente que el derecho de entrada en puerto puede estar vetado en cualquier momento, concurra o no peligro, por el Estado ribereño. Igual ocurre con el fondeo en aguas interiores o mar territorial, que puede no ser autorizado por el Estado competente. El ribereño es soberano para determinar cuáles son los puertos abiertos al tráfico internacional y las condiciones para ejercer ese acceso. Así lo hace nuestro legislador en el artículo 7.2 LNM, al establecer que la entrada de buques en los puertos españoles se podrá prohibir o condicionar por razones de emergencia o riesgos específicos para la salud pública, la seguridad de la navegación, la protección de los tráficos y las instalaciones portuarias, la represión de la pesca ilegal o la sostenibilidad ambiental, de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable. Además, la misma Ley en su artículo 9 prevé las consecuencias de la arribada forzosa de buques a nuestras costas, estableciendo que en tal caso el armador, capitán o consignatario deberá comunicar sus causas a la Administración Marítima, la cual verificará los motivos que la justifiquen y señalará las formalidades y requisitos especiales que, en su caso, deban cumplirse para tales supuestos. La Administración Marítima podrá imponer requisitos y condiciones para la entrada en los puertos o lugares de refugio a los buques potencialmente contaminantes a fin de garantizar la seguridad de las personas, del tráfico marítimo, del medio ambiente y de los bienes, extremos que habrán de desarrollarse reglamentariamente.

			2.3. RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS AGUAS INTERIORES: LA ESTANCIA DEL BUQUE EN PUERTO


			Las aguas interiores constituyen un espacio donde el Estado ribereño ejerce su plena soberanía, sin limitación alguna, tanto sobre las propias aguas, como sobre el lecho y el subsuelo marino y el espacio aéreo correspondiente. El Estado ribereño tiene plenas competencias para regular todas las actividades que se lleven a cabo en esta zona y, entre ellas, la navegación, pudiendo hacerlo de la manera que estime conveniente, suspendiéndola o prohibiéndola cómo y cuándo considere necesario, dado que se conciben como una extensión del territorio, en la que pueden reservarse a los nacionales del Estado toda clase de actividades.

			De acuerdo con estas reglas, la navegación y el sobrevuelo por aguas interiores están subordinadas a la obtención del previo consentimiento del Estado ribereño. En cualquier caso, en la práctica los Estados suelen ser permisivos respecto al ejercicio de la navegación en sus aguas interiores, y, por lo general, se permite la navegación vertical o de entrada o salida a los puertos, e incluso la navegación lateral (el hecho de atravesarlas sin hacer escala en sus puertos). Eso sí, estas actividades se someten a una minuciosa regulación, destinada a salvaguardar la seguridad y el medio ambiente del Estado del puerto. En nuestro Ordenamiento, el régimen jurídico de la navegación por aguas interiores se regula en los artículos 4 ss. LNM. Por el contrario, cuando la actividad no es meramente navegatoria, sino de detención y fondeo en aguas interiores, los Estados suelen restringir su consentimiento a los casos más graves, como los motivados por accidentes o siniestros marítimos.

			Los buques que se encuentren en aguas interiores están sometidos a la plena jurisdicción del ribereño, que puede ejercer sobre el mismo cualquier tipo de competencia. Ello implica que los barcos que se encuentren en puerto extranjero han de cumplir las leyes y reglamentos de policía que dicte el Estado del puerto. Según la LNM (art. 12.1): salvo lo previsto para los buques de Estado, la jurisdicción civil y penal de los tribunales españoles se extenderá a todos los buques extranjeros mientras permanezcan en los puertos nacionales o demás aguas interiores marítimas. Dicha jurisdicción será operativa mientras los buques se encuentren en aguas interiores, e incluso después de que los buques extranjeros hayan abandonado esas aguas y se encuentren navegando por el mar territorial, así como cuando sean detenidos fuera de éste en el ejercicio del derecho de persecución (art. 12.3).

			No obstante, en el campo del Derecho sancionador, bien sea penal o administrativo, suele operar en la práctica de las relaciones entre Estados el llamado Principio de la Paz del Puerto, en virtud del cual el ribereño se abstiene voluntariamente de aplicar su soberanía y, por consiguiente, de intervenir cuando los hechos acaecidos a bordo no tengan transcendencia para él fuera del ámbito físico delimitado por el buque. Esto sucede cuando los asuntos afectan exclusivamente al orden interno del buque y a ciudadanos extranjeros, en cuyo caso se aplica la Ley del pabellón del buque, que prevalece frente a la Ley territorial. El TRLPEMM (art. 310.3) dispone que las disposiciones sobre infracciones y sanciones en materia de Marina Civil que él mismo establece no resultarán de aplicación a las personas no nacionales, embarcadas a bordo de buques extranjeros, aunque se hallen en zonas sometidas a la jurisdicción española, siempre que el hecho afecte exclusivamente al orden interior del buque y hubieren participado en él únicamente súbditos extranjeros. En estos casos, las autoridades españolas se limitarán a prestar a los capitanes y cónsules del país de la bandera los auxilios que soliciten y fueren procedentes de acuerdo con el Derecho Internacional.

			La legitimación del ribereño para ejercitar sus competencias administrativas de control sobre el buque alcanza a las labores de inspección y, en su caso, detención, de los buques que incumplan las leyes y reglamentos de policía y seguridad marítimo-portuaria. A ello se refiere la LNM en su artículo 4, al establecer que sus normas de policía de la navegación serán de aplicación a todos los buques que se encuentren en espacios marítimos en los que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción.

			A toda esta regulación debe añadirse, además, respecto al fondeo y navegación en aguas portuarias, el Reglamento de Explotación y Servicio del Puerto y las Ordenanzas Portuarias aplicables en cada puerto de interés general.

			Por otra parte, según establece la LNM en su artículo 12.2, a efectos de que la jurisdicción civil y penal de los tribunales españoles pueda ejercerse a todos los buques extranjeros mientras permanezcan en los puertos nacionales o demás aguas interiores marítimas, la autoridad judicial podrá ordenar la práctica a bordo de las diligencias que sean procedentes así como la entrada y registro en el buque, incluidos sus camarotes, sin más requisito que la comunicación al cónsul del Estado del pabellón a la mayor brevedad posible.

			3. RÉGIMEN DE NAVEGACIÓN POR EL MAR TERRITORIAL

			3.1. EL MAR TERRITORIAL: CONCEPTO Y DELIMITACIÓN


			La CNUDM no contiene una definición del mar territorial, limitándose, en su artículo 2.1, a precisar que la soberanía del Estado ribereño se extiende más allá de su territorio y de sus aguas interiores y, en el caso del Estado archipielágico, más allá de sus aguas archipielágicas (según terminología del propio Convenio), hasta la franja de mar adyacente designada con el nombre de mar territorial. Esta soberanía se despliega igualmente sobre el espacio aéreo que cubre el mar territorial, así como sobre el lecho y el subsuelo de ese mar.

			El mar territorial es un espacio de soberanía del ribereño y, por tanto, equiparable al resto de territorio «terrestre» de ese Estado; concebido como parte constitutiva del territorio del ribereño, sobre el mar territorial se proyectan también las facultades soberanas del Estado, pero de forma limitada o sujeta a las prescripciones de la CNUDM y al resto de las normas del Derecho internacional que resulten aplicables (art. 2.3).

			El mar territorial tiene una anchura, según dispone el artículo 3 CNUDM, de un máximo de 12 millas marinas medidas a partir de las líneas de base que se determinan conforme a la propia Convención. Dentro de este margen o tope máximo, la autoridad competente del ribereño es libre para fijar una extensión menor.

			Su límite exterior es la línea cada uno de cuyos puntos está, del lugar más próximo de la línea de base, a una distancia igual a la anchura del mar territorial. El Estado ribereño está obligado a reflejar en cartas a escala o escalas adecuadas las líneas de delimitación trazadas para medir su mar territorial, a fin de precisar su ubicación. Estas cartas pueden sustituirse por listas de coordenadas geográficas de puntos, que indiquen específicamente el datum geodésico. En cualquier caso, el Estado ribereño debe dar la debida publicidad a tales cartas o listas de coordenadas geográficas y depositar un ejemplar de cada una de ellas ante el Secretario General de las Naciones Unidas (art. 16 CNUDM).

			En nuestro Ordenamiento, la normativa reguladora del mar territorial se contiene en la Ley 10/1977, de 4 de enero, a través de la cual el Estado español proclama su soberanía sobre el mar adyacente a su costa hasta la distancia de 12 millas marinas, en los términos previstos por la CNUDM. También se refiere a la cuestión el TRLPEMM, que con terminología diferente que convendría evitar, señala que el mar territorial español es la zona de navegación en la que España ejerce soberanía y que se extiende hasta una distancia de 12 millas náuticas, contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide su anchura. Conforme, pues, a nuestra normativa interna, el mar territorial es parte constitutiva del territorio español, equiparable al territorio «terrestre», que se regula según su normativa específica y que no forma parte del término municipal ribereño. Las competencias sobre este espacio no corresponden a las comunidades autónomas ribereñas, sino al gobierno central.

			3.2. EL RÉGIMEN DE NAVEGACIÓN: EL DERECHO DE PASO INOCENTE


			La soberanía del ribereño sobre su mar territorial es, por su propia naturaleza, limitada, lo que nos lleva a cuestionar, incluso, la corrección del uso del término «soberanía» para referirse al conjunto de facultades reconocidas al ribereño sobre este espacio, caracterizado porque, junto a los derechos y potestades propios de la plena soberanía, en él coexisten derechos de terceros Estados, regulados minuciosamente en la CNUDM. El principal derecho de los terceros Estados es el que permite a los buques que enarbolan su pabellón navegar por las aguas del mar territorial, siempre que lo hagan de acuerdo con lo dispuesto en la Convención. De esta manera, consiguen equilibrarse, en beneficio de la navegación marítima internacional, los diferentes intereses que concurren respecto al uso de la zona marítima más próxima a la costa.

			En otros términos, y utilizando la expresión que consagra el CNUDM, los terceros Estados tienen «derecho de paso inocente», relacionado exclusivamente con la navegación marítima, pues no afecta ni al espacio aéreo, ni al lecho, ni al subsuelo del mar territorial. Las condiciones para el ejercicio de esta facultad están prolijamente reguladas en la Convención, artículos 17 a 32, lo que da idea de la importancia que tiene para sus redactores este asunto. Nuestro Derecho interno sobre paso inocente se encuentra principalmente en los artículos 37 a 47 LNM, que de acuerdo con el principio sentado en el artículo 19 de la misma ley, se ajusta a la previsiones del Derecho del Mar.

			El Convenio distingue y admite tres formas de paso: el Paso inocente perpendicular, entendiéndose por tal el hecho de navegar por el mar territorial con el fin de atravesarlo sin penetrar en las aguas interiores ni hacer escala en una rada o una instalación portuaria fuera de las aguas interiores; el Paso inocente transversal de entrada, para dirigirse hacia las aguas interiores o hacer escala en una rada o instalación portuaria; y el Paso inocente transversal de salida, para dirigirse hacia aguas internacionales desde las aguas interiores.

			En cualquiera de sus formas, el derecho de paso es «gratuito». Según dispone expresamente el artículo 26 del Convenio, no puede imponerse gravamen alguno a los buques extranjeros por el solo hecho de su paso por el mar territorial. Aun así, cabe la imposición de gravámenes como remuneración de determinados servicios prestados a los buques extranjeros, siempre que el tributo no suponga discriminación para los buques de determinados Estados.

			El ejercicio del derecho de paso ha de ajustarse a los términos de la Convención para merecer el respeto del ribereño. Estas condiciones se agrupan en torno a la formulación de dos exigencias básicas, sin cuya observancia el paso pierde su carácter «inocente». En primer lugar, el paso debe ser rápido e ininterrumpido. No obstante, el paso comprende la detención y el fondeo, pero sólo en la medida en que constituyan incidentes normales de la navegación o sean impuestos al buque por fuerza mayor o dificultad grave, o se realicen con el fin de prestar auxilio a personas, buques o aeronaves en peligro o dificultad grave. La segunda exigencia consiste en que el paso no puede perjudicar la paz, el buen orden o la seguridad del Estado ribereño (art. 19.1 CNUDM y art. 37.2 LNM). Dada la indeterminación de estos conceptos jurídicos, el legislador internacional se adentra en la definición de este requisito, enumerando, de manera no exhaustiva, comportamientos que se consideran «no inocentes».

			Estos requisitos constituyen el límite y, a su vez, la garantía de ejercicio del derecho. Si el paso de un buque extranjero no se califica como inocente, el Estado puede adoptar cuantas medidas estime necesarias para impedirlo (art. 25.1 CNUDM), pero si, por el contrario, el paso reúne las condiciones, el ribereño no puede impedirlo, ni poner dificultades o discriminar de hecho o de derecho a unos buques respecto de otros.

			Las líneas maestras que marca el Convenio no resultan, sin embargo, incompatibles con la reglamentación por el ribereño del ejercicio de este derecho. Así lo admite la propia CNUDM en su artículo 21, que reconoce al Estado ribereño su potestad para dictar leyes y reglamentos sobre el paso inocente por el mar territorial, siempre y cuando tengan por objeto todas o algunas de las materias enumeradas de manera cerrada por el propio Convenio. Esta normativa, una vez recabe la «debida publicidad», ha de ser observada por todos los buques extranjeros que ejerzan el derecho de paso inocente por el mar territorial del ribereño, junto al resto de las normas internacionales, generalmente aceptadas, sobre la prevención de abordajes en el mar.

			Por último, la CNUDM regula los derechos de protección del Estado ribereño (art. 25), como el de tomar en su mar territorial las medidas necesarias para impedir todo paso que no sea inocente. En el caso de los buques que se dirijan hacia aguas interiores o a recalar en una instalación portuaria situada fuera de esas aguas, el Estado ribereño tiene también derecho a rechazar e imposibilitar cualquier incumplimiento de las condiciones a que esté subordinada la admisión de los buques. Asimismo, siempre que se publique en debida forma y no discrimine de hecho o de derecho entre buques extranjeros, el ribereño puede suspender temporalmente su paso en determinadas áreas de su mar territorial, si esta medida resulta indispensable para la protección de la seguridad del Estado o, incluso, de los propios buques afectados por la suspensión (como sucede, por ejemplo, cuando se prevé la práctica de ejercicios con armas).

			La LNM en su artículo 42 regula la cuestión en nuestro Derecho interno, estableciendo que para la defensa de los intereses generales y, en particular, para velar por la seguridad de la navegación, el Gobierno podrá suspender, temporalmente y sin discriminación entre pabellones, el paso inocente en determinadas zonas del mar territorial, velando porque la adopción de tales medidas alcance la debida publicidad internacional.

			Pero hecha la excepción del régimen de paso inocente, para todas las demás cuestiones la soberanía del ribereño es plena y se extiende sobre la columna de agua, el lecho, el subsuelo y el espacio aéreo suprayacente, con las matizaciones que se hacen en el párrafo siguiente.

			El derecho de paso inocente no alcanza a todo artefacto navegante. Las aeronaves no gozan de él para adentrase en el espacio aéreo suprayacente al mar territorial. Además, debe tenerse en cuenta que el derecho de paso se aplica sólo a la navegación por la superficie del mar; según lo dispuesto en el artículo 20 del Convenio, los submarinos y cualesquiera otros vehículos sumergibles deben navegar en la superficie y enarbolar su pabellón. La razón de estas exclusiones se encuentra también en el derecho de autoprotección del ribereño.

			3.3. JURISDICCIÓN SOBRE LOS BUQUES QUE SE ENCUENTREN EN EL MAR TERRITORIAL


			Siendo el mar territorial un espacio sometido a la soberanía del ribereño, éste debería, en principio, estar facultado para aplicar su legislación y jurisdicción a las actividades y los acontecimientos que ocurran en él, de manera que todos los buques que se encuentren en esta zona y todos los actos que se produzcan a bordo, deberían quedar sometidos al Derecho y al fuero del ribereño. Sin embargo, la búsqueda del equilibrio que subyace en la regulación del mar territorial reconduce también en este campo el tratamiento de la soberanía del ribereño hacia técnicas jurídicas dirigidas a limitarla, a través de un régimen específico de Jurisdicción sobre los buques mercantes y los buques de estado destinados a fines comerciales que se encuentren en el mar territorial.

			Pero a diferencia de lo que ocurre con la disciplina sobre el derecho de paso inocente, que sorprende por su minuciosidad, e incluso en buena medida por su calidad técnico-jurídica, las soluciones contenidas en los artículos 27 y 28 CNUDM están plagadas de conceptos jurídicos vagos y, en algunos puntos, más que una normativa positiva parece una declaración de intenciones. Evidentemente, el resultado no puede achacarse a incompetencia o dejadez de los redactores de la Convención; antes bien, como en muchos otros puntos de la misma, el frustrante contenido se debe más bien a la imposibilidad de los delegados presentes en los trabajos preparatorios para alcanzar un acuerdo. Ante esta tesitura, la decisión fue (erróneamente, a mi juicio) incluir en el Convenio una pseudoreglamentación, en lugar de, simplemente, dejar un vacío a integrar por procedimientos que ofrece el Derecho, a partir de sus fuentes.

			Por lo que respecta a la Jurisdicción penal a bordo de un buque extranjero, el artículo 27 CNUDM contempla tres situaciones distintas. En primer lugar, la Convención establece una regla general para el caso de que se produzca un delito a bordo de los buques que realicen por mar territorial una navegación lateral, o bien una navegación vertical procedente de alta mar, si la comisión se produce durante su paso. En virtud de esta regla, la jurisdicción penal del Estado ribereño no debería ejercerse a bordo de un buque extranjero que pase por el mar territorial, para detener a ninguna persona o realizar ninguna investigación. De la dicción que emplea el precepto se desprende que no nos encontramos, en sentido estricto, con una obligación, sino con una simple recomendación, que podrá ser atendida o no por los diversos Estados nacionales firmantes del Convenio, dado que consiste más en una intención o declaración voluntarista que en una prohibición. No obstante, esta regla general cede en algunos casos, en los que se autoriza expresamente el apresamiento del buque y la detención de las personas que se encuentren a bordo: cuando el delito tenga consecuencias en el Estado ribereño; cuando el delito sea de tal naturaleza que pueda perturbar la paz del país o el buen orden en el mar territorial; cuando el capitán del buque o un agente diplomático o funcionario consular del Estado del pabellón hayan solicitado la asistencia de las autoridades locales; y cuando tales medidas sean necesarias para la represión del tráfico ilícito de estupefacientes o de sustancias sicotrópicas (STS de 3 de diciembre de 2003).

			En nuestro Derecho interno, la cuestión se aborda por el artículo 44 LNM, en virtud del cual la jurisdicción penal española en relación con los buques extranjeros que se encuentren en el mar territorial español se regirá por lo establecido en la LOPJ y los tratados aplicables y, en especial, en el apartado 1 del artículo 27 de la CNUDM de 1982. Ello no afecta a la posibilidad de que los órganos jurisdiccionales españoles competentes ordenen detenciones o realicen investigaciones a bordo de un buque extranjero, en relación con un delito cometido a bordo de dicho buque durante su paso, siempre que pase por el mar territorial procedente de aguas interiores.

			En materia de Jurisdicción civil en relación con buques extranjeros también regula el Convenio diversas situaciones, en atención al tipo de navegación que se realice y del objeto de las medidas jurisdiccionales (art. 28). Respecto a las personas que se encuentren a bordo, como regla general opera el principio, ya visto, de que el Estado ribereño no debería detener ni desviar buques extranjeros que pasen por el mar territorial para ejercer su jurisdicción civil. Por consiguiente, a modo de recomendación, el Estado ribereño no debería tomar contra estas personas medidas de ejecución o cautelares en materia civil. En cuanto al propio buque, se especifica que el Estado ribereño no podrá en ningún caso tomar medidas de ejecución o cautelares mientras se encuentre en su mar territorial, salvo en los supuestos en los que el buque haya contraído obligaciones o incurrido en responsabilidades durante su paso por el mar territorial, o con motivo de éste. Pero cuando el buque se detenga o navegue por el mar territorial procedente de aguas interiores, sí es posible acordar las medidas que sean precisas en relación a la nave, de manera plena e incondicional, porque respecto al paso de salida el Estado ribereño sí conserva plena jurisdicción civil sobre el buque. En definitiva, también el ámbito civil revela la intención del Convenio de subordinar las interferencias jurisdiccionales del ribereño a la existencia de una conexión relevante entre el hecho litigioso y el territorio del Estado. El artículo 43 LNM sientas las reglas del Derecho interno en esta materia. A tales efectos, tras disponer que los buques extranjeros que pasen por el mar territorial no podrán ser detenidos o desviados para ejercer la jurisdicción civil respecto a las personas que se hallen a bordo de los mismos, establece que podrán adoptarse medidas cautelares o ejecutivas respecto a dichos buques cuando éstos se hayan detenido o hayan fondeado voluntariamente durante su paso por el mar territorial, así como respecto a los que naveguen por el mar territorial después de haber abandonado las aguas interiores marítimas del Estado. Dichas medidas podrán ser asimismo adoptadas respecto a los buques en paso lateral, pero sólo por las obligaciones adquiridas y por las responsabilidades en que hubieren incurrido durante su paso.

			Por último, las potestades ejecutivas que la Convención reconoce al ribereño en relación con los actos de contaminación cometidos en aguas interiores se extienden también a los producidos en el mar territorial (arts. 220 ss. CNUDM). El Convenio confiere a las autoridades competentes del ribereño el poder de controlar, interceptar, detener, inspeccionar y, en su caso, sancionar al buque extranjero que se encuentre en ese espacio y haya realizado un acto de contaminación. Ahora bien, el ejercicio de estas facultades debe hacerse compatible con el derecho de paso inocente del buque y ejecutarse sólo con carácter extraordinario, con motivos fundados y por los funcionarios legalmente habilitados para ello. Además, estas medidas, que deben guardar proporción con la gravedad del suceso, han de ser comunicadas al Estado del pabellón del buque. La potestad sancionadora del Estado ribereño queda expresamente limitada por el artículo 230.2, que la restringe a la imposición de sanciones de naturaleza pecuniaria, salvo que se trate de casos de contaminación intencional y grave. Esta regla, sin embargo, no siempre se cumple; para reforzar su efectividad, en el seno de la OMI de la se ha aprobado la Resolución A.987(24), de 1 de diciembre de 2005, sobre Directrices sobre el trato justo de la gente de mar en caso de accidente marítimo. En el caso de que el buque extranjero esté ejerciendo un paso por mar territorial que no pueda calificarse de inocente, las posibilidades ejecutivas del ribereño se amplían al amparo del artículo 25.1 de la CNUDM, que admite que se tomen todas las medidas necesarias para impedir dicho paso. A tales efectos, nuestro Derecho interno impone a los capitanes de los buques extranjeros que naveguen por los espacios marítimos españoles la obligación de notificar sin demora a la Administración Marítima española y a la autoridad competente del Estado ribereño más próximo, todo evento de contaminación por hidrocarburos o por sustancias nocivas o potencialmente peligrosas de los que tengan conocimiento durante la navegación, de conformidad con los procedimientos que se determinen reglamentariamente (art. 33 LNM).

			4. RÉGIMEN DE NAVEGACIÓN POR LA ZONA CONTIGUA

			Los equilibrios que refleja la CNUDM requerían la formulación de reglas nuevas y la configuración de espacios que amortiguaran las posiciones encontradas de quienes defendían preferentemente la posición de los ribereños y de quienes primaban la libertad de navegación. A esta idea obedece el régimen plasmado en la CNUDM, al que se llega tras amplios debates. Dispone su artículo 33 que en la zona contigua al mar territorial, designada con el nombre de Zona Contigua, el Estado ribereño puede tomar las medidas de fiscalización necesarias para prevenir las infracciones de sus leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, de inmigración o sanitarios que se cometan en su territorio o en su mar territorial, y para sancionarlas cuando se cometan en su territorio o en su mar territorial. La zona constituye, por tanto, un espacio marino interpuesto entre el mar territorial y la alta mar.

			En relación con este espacio es importante subrayar dos cuestiones fundamentales. En primer lugar, las facultades excepcionales que sobre ella puede proyectar el ribereño sólo se admiten respecto de infracciones cometidas en el territorio del ribereño o en su mar territorial. Se ha dicho, por ello, que el régimen del artículo 33 de la Convención instaura una especie de derecho de persecución de buques extranjeros, reconocido en aquellos supuestos en los que los buques pueden ver limitada su libertad de navegación, si resultan sospechosos de infringir las competencias estatales del ribereño en las materias tasadas mencionadas.

			En segundo lugar, en la comprensión de este espacio es esencial el carácter tasado de las competencias del ribereño en ámbitos muy concretos, enumerados de forma cerrada: el régimen aduanero, el fiscal, el de inmigración y el sanitario. Además, debe considerarse incluido también el régimen sobre protección de objetos arqueológicos e históricos hallados en el mar, en virtud de lo dispuesto en el artículo 303 de la misma Convención. Según este precepto, el Estado ribereño puede, al amparo del artículo 33, presumir que la remoción de estos bienes de los fondos marinos de la zona contigua sin su autorización constituye una infracción de las leyes y reglamentos que el propio artículo protege, y que ha sido cometida en su territorio o mar territorial. Fuera de estos campos, no cabe que el ribereño ejerza medidas sobre los buques extranjeros que se encuentren en la zona.

			El juego de estos límites impide considerar que la zona contigua esté bajo soberanía del ribereño, como sí puede afirmarse respecto del mar territorial; en esta zona el Estado dispone de unas competencias fragmentarias, circunscritas a materias concretas y ordenadas a resguardar su territorio y su mar territorial de infracciones aduaneras, fiscales, de inmigración o sanitarias, pero jurídicamente son competencias que constituyen una excepción al régimen de libertad que se predica sobre los espacios marinos situados más allá de las doce millas, contadas desde las líneas de base.

			Debe subrayarse que este espacio se superpone geográficamente con la ZEE. Ello implica que en esa superficie entre las 12 y las 24 millas contadas desde las líneas de base, el régimen jurídico general aplicable es el de la alta mar o el de la ZEE. Las reglas previstas para la zona contigua operan exclusivamente como supuestos especiales para los casos concretos contemplados en el artículo 33 de la Convención. En otros términos, en ese espacio, el régimen de la navegación será el previsto para la alta mar o la ZEE, y sólo si se produce uno de esos supuestos especiales podrá el ribereño intervenir sobre los buques que allí se encuentren.

			En cuanto a su delimitación, dispone ese precepto en su apartado segundo que la Zona Contigua no podrá extenderse más allá de 24 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial. Se trata de un espacio referido exclusivamente a la columna de aguas marinas, y que no incluye ni el lecho, ni el espacio aéreo suprayacente, ni el subsuelo (con la excepción dimanante de lo dispuesto en el art. 303 antes mencionado respecto de objetos arqueológicos).

			Y respecto a las medidas que el ribereño podrá adoptar respecto a los buques que se encuentren en la zona contigua, se desprende de la dicción de la CNUDM que son la interceptación, la inspección y la retención del buque. En su caso, podrán tomarse medidas ejecutivas relacionadas con esas actuaciones, de acuerdo con lo previsto en el Derecho interno del ribereño.

			El vigente régimen interno español de la zona contigua se encuentra en los artículos 23 y 35 LNM. En virtud del primero, en esa zona el Estado ejercerá sobre los buques extranjeros el control para prevenir las infracciones de las leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, sanitarios y de extranjería e inmigración que puedan cometerse en el territorio nacional y en el mar territorial, así como su jurisdicción penal y administrativa, para sancionar a los autores de las infracciones de dichas normas legales. La extracción no autorizada de los objetos arqueológicos e históricos que se encuentren en el lecho o subsuelo de las aguas de la zona contigua se considerará como una infracción de las leyes y reglamentos a que se refiere el apartado anterior, así como de la normativa del patrimonio cultural subacuático.

			El artículo 35 LNM regula las medidas especiales a adoptar en la zona contigua: siempre que la Administración pública competente tenga conocimiento de que un buque extranjero situado en la zona contigua ha infringido, está infringiendo o se propone infringir las leyes y reglamentos mencionados en el párrafo anterior, tendrá derecho a interceptarlo, solicitar la información o realizar la inspección apropiada. En caso necesario podrá adoptar las demás medidas que sean necesarias y proporcionales para prevenir o sancionar la infracción, incluida la detención y conducción a puerto.

			Por su parte, el TRLPEMM, en su artículo 8.1 delimita dicho espacio, que se extiende desde el límite exterior del mar territorial hasta las 24 millas náuticas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura de dicho mar. Además, en la disposición adicional segunda de esa Ley se faculta al gobierno de España para adoptar las medidas de fiscalización necesarias para prevenir en el territorio nacional o en el mar territorial las infracciones de las leyes y reglamentos aduaneros, de contrabando, fiscales, de inmigración o sanitarios, y para sancionar dichas infracciones. La redacción del precepto es mejorable pues la mención al contrabando es redundante, dado que tal materia debe considerarse incluida en el régimen aduanero y fiscal.

			5. LA NAVEGACIÓN POR LA ZONA ECONÓMICA EXCLUSIVA

			Según dispone la CNUMD en sus artículos 55 y 57, la ZEE es un área situada más allá del mar territorial y adyacente a éste, que no se extenderá a una distancia superior a las 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial. La finalidad de este régimen es el reconocimiento al Estado ribereño de derechos plenos y exclusivos sobre la explotación de los recursos contenidos en ese espacio marino, vivos o no. Por ello se habla de una especie de «soberanía económica» o limitada a aspectos económicos, pero en todo lo demás rige el régimen de libertades propio de la alta mar. En la ZEE el Estado ribereño tiene derechos de soberanía para los fines de exploración y explotación, conservación y administración de los recursos naturales, tanto vivos como no vivos, de las aguas suprayacentes al lecho y del lecho y el subsuelo del mar, y con respecto a otras actividades con miras a la exploración y explotación económica de la zona, tal como la producción de energía derivada del agua, de las corrientes y de los vientos. Además, el Estado ribereño tendrá el derecho exclusivo de construir en la ZEE, así como el de autorizar y reglamentar la construcción, operación y utilización de islas artificiales, instalaciones y estructuras que puedan interferir el ejercicio de los derechos del Estado ribereño en la ZEE (art. 60). El Estado ribereño tendrá jurisdicción exclusiva sobre dichas islas artificiales, instalaciones y estructuras, incluida la jurisdicción en materia de leyes y reglamentos aduaneros, fiscales, sanitarios, de seguridad y de inmigración. Ahora bien, exige la Convención que en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes en la ZEE el Estado ribereño tenga debidamente en cuenta los derechos y deberes de los demás Estados y actúe de manera compatible con las disposiciones de esta Convención.

			Por consiguiente, el régimen de navegación por la ZEE es el mismo que rige en la alta mar, con algunas excepciones destinadas a salvaguardar los derechos económicos del ribereño en materia de seguridad de la navegación y de protección del medio ambiente marino. De acuerdo con ese principio, el ribereño puede dictar leyes y reglamentos sobre prevención de accidentes de navegación susceptibles de perjudicar sus recursos marinos. Además, el Convenio autoriza al ribereño a establecer dispositivos de separación del tráfico y sistemas de notificación obligatoria, así como áreas de seguridad de la navegación en torno a las islas e instalaciones artificiales.

			Además, podrán establecerse excepciones al principio de libertad de navegación dimanantes de la necesidad de proteger el medio ambiente marino, en línea con lo dispuesto en los artículos 220 ss. CNUDM. En este campo, el ribereño podrá proceder a la detención del buque extranjero que navegue por la ZEE y que haya incumplido su normativa relativa a la prevención de la contaminación marina, siempre que se haya producido una descarga contaminante grave y que el procedimiento se notifique sin demora al Estado del pabellón (art. 226 CNUDM).

			En el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes en la ZEE, los Estados tendrán debidamente en cuenta los derechos y deberes del Estado ribereño y cumplirán las leyes y reglamentos dictados por el mismo de conformidad con las disposiciones de la propia Convención y de otras normas de Derecho internacional.

			El régimen español de la ZEE se encuentra en la LNM. Según el artículo 24.3 de la misma, el Gobierno velará porque, al ejercer los buques extranjeros sus derechos y al cumplir sus deberes en la zona económica exclusiva, tengan debidamente en cuenta los derechos del Estado y cumplan las disposiciones de esta ley y las de la legislación pesquera, que sean conformes con el Derecho de la Unión Europea e internacional. Téngase en cuenta también lo dispuesto en el artículo 383 sobre Objetos pertenecientes al patrimonio cultural subacuático situados más allá del mar territorial.

			Por su parte, el TRLPEMM, que incluye dicho espacio entre las zonas de navegación reguladas en su artículo 8.1. La ZEE se define como la que se extiende desde el límite exterior del mar territorial hasta una distancia de doscientas millas náuticas contadas a partir de las líneas de base desde las que se mide la anchura de aquél. Se reproduce en esta Ley lo dispuesto en la Ley 15/1978, de 20 de febrero, sobre zona económica exclusiva, que introdujo en nuestro Ordenamiento lo dispuesto en la CNUDM.

			6. RÉGIMEN DE NAVEGACIÓN POR ALTA MAR

			En la dicotomía clásica del Derecho del mar que sostiene la tensión jurídica entre dos espacios marítimos sometidos a regímenes diferentes, la alta mar y la mar territorial, tuvo un papel fundamental la construcción del Principio de libertad en los mares, atribuible, sobre todo, a la Escuela española de Derecho internacional que integró una serie irrepetible de juristas teólogos de los siglos XV y XVI. Los fundamentos de esta teoría los sentó Francisco de Vitoria y posteriormente fueron desarrollados por Fernando Vázquez de Menchaca y recogidos finalmente por los pensadores ilustrados, como Bentham. El principio propugna la naturaleza de res communis del mar y, consecuentemente, la imposibilidad de que sea objeto de apropiación o de ocupación. A partir de las premisas del pensamiento vitoriano, la alta mar se define como espacio común del que pueden disponer todos los pueblos y naciones del mundo, lo que, por oposición, acota la idea de mar territorial como espacio que conforma, junto con el territorio, la extensión propia de los Estados con costa.

			En el moderno Derecho del mar, que acoge este principio, la Parte VII de la CNUDM se dedica a la regulación del régimen jurídico de la alta mar como espacio caracterizado por la ilegitimidad de las reivindicaciones de soberanía y declara que ningún Estado puede pretender legítimamente el sometimiento de cualquier parte de su espacio a dominación, de forma que pueda ser utilizado por todos (art. 89), dada su consideración de res communis omnium.

			La alta mar se delimita por exclusión en el artículo 86: lo constituyen todas las partes del mar no incluidas en la ZEE, en el mar territorial o en las aguas interiores de un Estado, ni en las aguas archipielágicas de un Estado archipielágico. Se trata de un concepto subordinado en su extensión, cuyos límites dependen de los que se fijen para los demás espacios marinos: alta mar es lo que no aparece calificado de otra manera en el Derecho del mar.

			El régimen jurídico de la alta mar como zona abierta a todos los Estados, sean ribereños o sin litoral, se establece en el artículo 87 del Convenio, que describe las libertades reconocibles en el principio primario de libertad de los mares:

			a) La libertad de navegación.

			b) La libertad de sobrevuelo.

			c) La libertad de tender cables y tuberías submarinos, con sujeción a las disposiciones de la Parte VI.

			d) La libertad de construir islas artificiales y otras instalaciones permitidas por el derecho internacional, con sujeción a las disposiciones de la Parte VI.

			e) La libertad de pesca, con sujeción a las condiciones establecidas en la sección 2.ª.

			f) La libertad de investigación científica.

			Importa resaltar que, a diferencia de lo que ocurre con otras libertades plasmadas en la Convención, las libertades enumeradas en el artículo 87 constituyen un numerus aperturus, recogidas a título meramente ejemplificativo, pues en realidad todas ellas son corolario del propio Principio de libertad de la alta mar.

			Ahora bien, según dispone el Convenio, la concepción de estas libertades no puede tener una dimensión absoluta: la libertad de la alta mar se ejercerá en las condiciones fijadas por esta Convención y por las otras normas de Derecho internacional, se advierte. En su ejercicio, dos son los principios fundamentales que enuncia la CNUDM y deben respetarse: el principio de igualdad y el de utilización exclusiva de la alta mar con fines pacíficos.

			El principio de igualdad garantiza la apertura de la alta mar a todos los Estados, sean ribereños o sin litoral. Todos los Estados ejercen por igual las libertades que se proyectan sobre este espacio, teniendo debidamente en cuenta los intereses del resto de los Estados, así como los derechos previstos en la CNUDM con respecto a las actividades en la ZEE y, en general, los límites inherentes al ejercicio de una libertad compartida por la comunidad internacional.

			El segundo principio, de utilización exclusiva de la alta mar con fines pacíficos, viene a matizar el régimen de libertad de uso de la alta mar que rige, como principio rector, en la disciplina de este espacio marino. El Convenio parte de la existencia de valores superiores al mismo principio de libertad de alta mar, a los que debe atenderse prioritariamente. De hecho, la exigencia de que la alta mar sólo pueda ser utilizada con fines pacíficos constituye la principal limitación de los derechos y las libertades que reconoce la Convención (art. 88). Por ello, al ejercer sus derechos y cumplir sus obligaciones de conformidad con esta Convención, los Estados Partes se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado o en cualquier otra forma incompatible con los principios de derecho internacional incorporados en la Carta de las Naciones Unidas (art. 301).

			6.1. LIBERTAD DE NAVEGACIÓN


			6.1.1. Planteamiento general

			La Convención dispone que todos los Estados, sean ribereños o sin litoral, tienen el derecho de que los buques que enarbolan su pabellón naveguen sin trabas por la alta mar (art. 90). La libertad de navegación en alta mar tiene dos manifestaciones prácticas fundamentales y complementarias: ningún Estado puede impedir la navegación a los buques que enarbolen el pabellón de otro Estado, ni imponerles su jurisdicción.

			La libertad de navegación se reconoce a los Estados, que son los sujetos de derecho en el campo del Derecho internacional público, pero, a su vez, estos Estados son garantes del ejercicio de la libertad de navegación en alta mar. Jurídicamente, la materialización del derecho de libertad de navegación tiene como presupuesto la sumisión del buque a un determinado pabellón. Para hacer viable este principio, el Convenio dispone que los buques han de navegar bajo pabellón de un solo Estado, sin poder cambiarlo durante el viaje ni en una escala, salvo que se transfiera efectivamente la propiedad o se produzca un cambio de registro. Al buque que navegue bajo los pabellones de dos o más Estados, utilizándolos a su conveniencia, no se le permite ampararse en ninguna de esas nacionalidades frente a un tercer Estado y puede ser considerado buque sin nacionalidad.

			Como consecuencia necesaria de lo anterior, en la alta mar ningún Estado puede pretender el ejercicio de su jurisdicción sobre los buques que enarbolen el pabellón de otros Estados. Según dispone el artículo 92.1 de la CNUDM, cada buque se halla sujeto en la alta mar a la jurisdicción exclusiva del Estado que le haya otorgado el pabellón, salvo en los casos excepcionales previstos de modo expreso en los tratados internacionales o en la misma CNUDM. Es el denominado principio de exclusividad de jurisdicción.

			Los poderes del Estado sobre los buques de su nacionalidad no son absolutos, sino que se hallan subordinados a ciertos condicionantes. El propio convenio impone una serie de limitaciones plasmadas en las obligaciones que contiene el artículo 94, sobre Deberes del Estado del pabellón, en cuya virtud este Estado no sólo puede, sino que debe ejercer de manera efectiva su jurisdicción y control en cuestiones administrativas, técnicas y sociales sobre los buques que enarbolen su pabellón. En otros términos, el derecho que se reconoce al Estado para que sus buques naveguen por la alta mar conlleva un deber de ejercicio sobre ellos de una efectiva jurisdicción y control.

			Como en otros ámbitos del Derecho internacional público, el problema está en la ausencia en la CNUDM de instrumentos correctivos frente al incumplimiento de estas obligaciones, fuera de la ingenua previsión del apartado 6 del propio artículo 98, según el cual todo Estado que tenga motivos fundados para estimar que no se han ejercido la jurisdicción y el control apropiados en relación con un buque podrá comunicar los hechos al Estado del pabellón. Al recibir dicha comunicación, el Estado del pabellón investigará el caso y, de ser procedente, tomará todas las medidas necesarias para corregir la situación.

			La falta de medios efectivos de seguimiento, control y represión de estas conductas por los Estados relativiza la proclamación de sus competencias soberanas y exclusivas de jurisdicción sobre los buques que enarbolen su pabellón, y explica el innovador mecanismo de Control de buques por el Estado del Puerto, que surge como reacción.

			6.1.2. Limitaciones: excepciones al principio de exclusividad de jurisdicción

			Como todas las libertades y derechos reconocidos en la CNUDM, la libertad de navegación y la consecuente exclusividad de jurisdicción se encuentran condicionadas en su ejercicio y sometidas a ciertas excepciones. Sólo los buques de guerra y los navíos pertenecientes a un Estado o explotados por él y utilizados únicamente para un servicio oficial no comercial gozan en alta mar de completa inmunidad de jurisdicción respecto de cualquier Estado que no sea el de su pabellón (arts. 95 y 96). Respecto a los demás buques, el Estado del pabellón ha de asumir compromisos que pueden comportar restricciones, en consonancia con el carácter relativo, no absoluto, de estos derechos. Algunas de estas limitaciones merecen atención especial por parte del Convenio, como los casos en los que expresamente se reconoce la posibilidad de que buques mercantes que se encuentre en alta mar sean objeto de medidas de tipo jurisdiccional adoptadas por buques de guerra de otra nacionalidad. Fuera del CNUDM, existen también reglas limitativas de la libertad de navegación en distintos instrumentos de Derecho del mar.

			Las principales limitaciones al principio de exclusividad de jurisdicción están ligadas a actividades ilícitas como la piratería, el tráfico de estupefacientes o de esclavos.

			En cuanto a la piratería, se trata de un delito universal, considerado crimen iuris gentium, por su naturaleza contraria al género humano. De ahí que exista una consolidada costumbre internacional que legitima a todo Estado para perseguirla y reprimirla en alta mar. Esta costumbre es recogida en la CNUDM con una amplia atención (arts. 100 a 107) que da idea de la importancia que le conceden los redactores del Convenio. La regulación de este asunto comienza con la formulación de un principio general: todos los Estados cooperarán en toda la medida de lo posible en la represión de la piratería en la alta mar o en cualquier otro lugar que no se halle bajo la jurisdicción de ningún Estado (art. 100). El artículo 101 define la piratería como todo acto ilegal de violencia o de detención, o todo acto de depredación cometidos con un propósito personal por la tripulación o los pasajeros de un buque privado o de una aeronave privada, y dirigidos contra un buque o una aeronave en alta mar, o contra personas o bienes a bordo de ellos, o contra un buque o una aeronave, personas o bienes que se encuentren en un lugar no sometido a la jurisdicción de ningún Estado. Es igualmente piratería todo acto de participación voluntaria en la utilización de buques o aeronaves piratas, así como la incitación o facilitación intencionada de actos de piratería.

			Pero, sin duda, la principal particularidad del régimen que combate la piratería es la anulación del estatuto de inmunidad de jurisdicción previsto en el Convenio; según dispone su artículo 105, todo Estado puede apresar, en alta mar o en cualquier lugar no sometido a la jurisdicción de ningún Estado, al buque o aeronave pirata o al buque o aeronave capturado como consecuencia de actos de piratería que esté en poder de piratas, y puede asimismo detener a las personas e incautarse de los bienes que se encuentren a bordo. La intervención de un Estado concreto determina, a su vez, la competencia de sus Tribunales para conocer de los hechos y decidir las penas que deban imponerse y las medidas a adoptar en relación a los buques, las aeronaves o los bienes, sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe.

			El régimen de la CNUDM ha sido desarrollado a través de diversos tratados de la OMI que en algunos casos reconocen el derecho de intervención de los buques de guerra sobre naves mercantes de pabellón extranjero, como sucede, por ejemplo, con el Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988, y con el Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, ambos ratificados por España. El Convenio de 1988 se aplica a una amplia gama de actos de violencia, más allá del concepto estricto de piratería contenido en la CNUDM, y obliga al Estado en cuyo territorio se encuentran los responsables de esos actos violentos a procesarlos o extraditarlos a los Estados perjudicados por sus actos.

			Por lo que respecta al tráfico ilícito de estupefacientes, según dispone el artículo 108 del CNUDM, todos los Estados deben cooperar en la represión del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas realizado por buques en alta mar violando las convenciones internacionales y, en la misma línea, cuando existan motivos razonables que indiquen que algún buque negocia ilegalmente con estos productos, el Estado de su pabellón puede solicitar de otros Estados su ayuda para combatir este comercio.

			Por otra parte, la regla general de que los buques gozan en alta mar de completa inmunidad de jurisdicción respecto de cualquier Estado que no sea el de su pabellón tiene una importante excepción en el derecho de visita que se reconoce a los buques de guerra en determinados supuestos, expresamente contemplados por la Ley.

			Establece el artículo 110 del Convenio que el buque de guerra que encuentre en alta mar un buque extranjero tiene potestad para «visitarlo», a fin de verificar el derecho del buque a enarbolar su pabellón, si tiene motivos razonables para sospechar que el buque se dedica a la piratería o a la trata de esclavos, que se utiliza para efectuar transmisiones no autorizadas, que no tiene nacionalidad o que tiene en realidad la misma nacionalidad que el buque de guerra, aunque enarbole un pabellón extranjero o se niegue a izar su pabellón.

			La inmunidad de jurisdicción encuentra también límite en el derecho de persecución que contempla, a favor de todo Estado, el CNUDM. Como establece su artículo 111, se podrá emprender la persecución de un buque extranjero cuando las autoridades competentes del Estado ribereño tengan motivos fundados para creer que el buque ha cometido una infracción de sus leyes y reglamentos. La persecución ha de empezar mientras el buque extranjero o una de sus lanchas se encuentre en aguas interiores, en aguas archipielágicas, en el mar territorial o en la zona contigua del Estado perseguidor y sólo podrá continuar fuera del mar territorial o de la zona contigua si no se interrumpe. De ahí que también se le denomine derecho de persecución en caliente. Si el buque extranjero se encuentra en la zona contigua, la persecución sólo podrá emprenderse por violación de los derechos para cuya protección fue creada esta zona (art. 33 CNUDM), y lo mismo cabe afirmar respecto a las infracciones que se comentan en la ZEE o sobre la plataforma continental. No es necesario que el buque que dé la orden de detenerse al buque extranjero que navega por el mar territorial o por la zona contigua se encuentre también en el mar territorial o en la zona contigua en el momento en que el buque interpelado reciba la orden.

			En cualquier caso, el derecho de persecución cesa cuando el buque perseguido entra en el mar territorial del Estado de su pabellón o en el de un tercer Estado.

			Dada su naturaleza, el ejercicio del derecho de persecución sólo puede realizarse por medio de buques de guerra o aeronaves militares, o que lleven signos oficiales o gubernamentales claros, bien identificables, y autorizados a tal fin.

			Al buque detenido o apresado fuera del mar territorial en circunstancias que no justifiquen el ejercicio del derecho de persecución, se le reconoce un derecho de resarcimiento por todo perjuicio o daño sufrido.

			En nuestro Ordenamiento, la LNM dispone expresamente en su artículo 48 que los derechos de persecución y de visita se ejercerán por las causas y en la forma en que se establecen en la CNUDM y demás convenios internacionales que resulten de aplicación. A tales efectos, el buque, embarcación o artefacto detenido podrá ser conducido al puerto español más próximo, a los efectos de realizar la pertinente instrucción para la averiguación de los hechos, imposición de la sanción y exigencia de las responsabilidades que, en su caso, correspondan (art. 49).

			6.2. LAS OTRAS LIBERTADES


			En virtud de lo dispuesto en el artículo 112 CNUDM, todos los Estados tienen derecho a tender cables y tuberías submarinos en el lecho de la alta mar, más allá de la plataforma continental. Además, todo Estado firmante del Convenio se compromete a dictar las leyes y reglamentos necesarios para tipificar como infracciones punibles la ruptura o el deterioro de un cable submarino en alta mar, si se causan voluntariamente o con negligencia culpable por buques que enarbolen su pabellón o por personas sometidas a su jurisdicción, y puedan interrumpir u obstruir las comunicaciones telegráficas o telefónicas. Asimismo, deben configurarse como infracciones tanto la ruptura o el deterioro, en las mismas condiciones, de tuberías o cables de alta tensión submarinos, como cualquier otro acto que tenga por objeto causar tales perjuicios. En ninguno de estos casos, por el contrario, se incluyen las roturas o desperfectos originados con el único y legítimo propósito de proteger sus vidas o la seguridad de sus buques, después de haber tomado todas las precauciones necesarias para su prevención.

		

	
		
			CAPÍTULO 3

			LA MARINA MERCANTE Y EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LA NAVEGACIÓN MARÍTIMA

			1. LA ADMINISTRACIÓN MARÍTIMA

			1.1. INTRODUCCIÓN


			El mar es el medio natural que el hombre ha utilizado para el transporte desde la más remota antigüedad. Igualmente antigua es también la intervención que en esta materia han ejercido los poderes políticos, dada la importancia geoestratégica del tráfico marítimo y su vinculación con el intercambio comercial, a fin de hacerlo más fluido y seguro.

			En los Estados contemporáneos, la navegación marítima es una materia de indudable interés público. En defensa de los intereses generales, los poderes políticos intervienen para controlar el correcto ejercicio del derecho a navegar que reconocen los convenios internacionales marítimos. Por otra parte, la navegación marítima es una tarea esencialmente arriesgada y son muchos, y de muy diversa naturaleza, los peligros que amenazan a una expedición navegatoria; de ahí que también históricamente los poderes públicos hayan seguido esta actividad, para, en la medida de lo posible, procurar evitar que esos peligros se consumen.

			El ejercicio de las facultades de intervención corresponde a la Administración marítima, expresión con la que nos referimos al conjunto de órganos del Estado con competencias sobre las actividades realizadas en el mar, que tienen encomendado el control y vigilancia del cumplimiento de las normas que disciplinan la navegación marítima.

			En virtud de lo dispuesto en la CE (art. 149.1.20.º), el Estado tiene la competencia exclusiva sobre «marina mercante y abanderamiento de buques». El eje sobre el cual debemos construir el concepto y las competencias de la Administración marítima es, por tanto, el de marina mercante, aunque la CE deja abierta la cuestión de cuáles son las competencias concretas que deben considerarse comprendidas en el término marina mercante, cuya competencia es exclusiva del Estado.

			El TRLPEMM de 1992, por su parte, configura un esquema confuso de competencias, que debe completarse con lo dispuesto en otras normas, como la LC y, en algunos casos, la normativa autonómica. A ello hay que añadir las recientemente aprobadas normas sobre ordenación administrativa de la navegación, introducidas en la LNM (arts. 4 a 55).

			1.2. EL CONCEPTO DE MARINA MERCANTE


			El régimen de la marina mercante se contiene en el Capítulo III del Título Preliminar del TRLPEMM (arts. 6 a 10) y en su Libro II (arts. 251 a 320).

			En virtud de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley, por marina mercante debe entenderse: la actividad de transporte marítimo, exceptuado el que se lleva a cabo exclusivamente entre puertos o puntos de una misma Comunidad Autónoma, que tenga competencias en esta materia, sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales; la ordenación y el control de la flota civil española; la seguridad de la navegación y de la vida humana en la mar; la seguridad marítima, incluyendo la habilitación para el ejercicio del servicio de practicaje y la determinación de los servicios necesarios de remolque portuario, así como la disponibilidad de ambos en caso de emergencia; el salvamento marítimo; la prevención de la contaminación producida desde buques, plataformas fijas y otras instalaciones que se encuentren en aguas situadas en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y la protección del medio ambiente marino; la inspección técnica y operativa de buques, tripulaciones y mercancías; la ordenación del tráfico y las comunicaciones marítimas; el control de situación, abanderamiento y registro de buques civiles, así como su despacho, sin perjuicio de las preceptivas autorizaciones previas que correspondan a otras Autoridades; la garantía del cumplimiento de las obligaciones en materia de defensa nacional y protección civil en la mar; y, por último, cualquier otro servicio marítimo atribuido por Ley a la Administración marítima.

			No se considera marina mercante, sin embargo, la ordenación de la flota pesquera, en los ámbitos propios de la pesca y de la ordenación del sector pesquero, ni la actividad inspectora en este mismo campo. Estas competencias quedan atribuidas al Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino.

			El artículo 6 TRLPEMM no contiene un concepto de marina mercante, sino una enumeración exhaustiva de las competencias que en materia de navegación marina se reservan al Estado central. Ello obliga, por tanto, a perfilar este término, que ha de servirnos para completar las lagunas que deja la imprecisión de esa Ley y de otras normas legales y, sobre todo, para precisar el reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades autónomas. Desde un punto de vista puramente semántico, la expresión marina mercante comprendería sólo la navegación realizada con fines mercantiles, pero parece evidente que no es ésa la intención del constituyente. Una interpretación sistemática del artículo 149.1.20 CE permite concluir que el concepto debe entenderse como equivalente del régimen jurídico de la navegación marina de competencia estatal. Según esto, cabe interpretar que, en virtud del desarrollo que ha hecho el TRLPEMM del artículo 149.1.20 CE, dentro del concepto de marina mercante queda englobada la disciplina normativa de la navegación marítima realizada en aguas de soberanía española, con cualquier finalidad distinta de la pesca y la defensa. Dentro de ese amplio concepto, se atribuye un estatuto general al navegante marítimo, cualquier que sea la finalidad con que se navegue, que tiene que ver sobre todo con la seguridad marítima, y uno especial al navegante «mercante», en sentido estricto, destinado a disciplinar a los empresarios de la navegación.

			Bajo esta perspectiva, el concepto de marina mercante permite al Estado ejercer competencia exclusiva en materia de seguridad marítima, preservación del medio marino, defensa y promoción de la flota mercante española y regulación de los presupuestos de acceso al ejercicio de actividades en el medio marino, todo ello ordenado a la consecución de los objetivos señalados en el TRLPEMM: tutela de la seguridad de la vida humana en la mar, de la navegación marítima, protección del medio ambiente marino, de la existencia de los servicios de transporte marítimo que demanden las necesidades del país y mantenimiento de las navegaciones de interés público.

			Para el ejercicio de las competencias administrativas sobre navegación marítima, el TRLPEMM (art. 278) crea, además, un Cuerpo Especial Facultativo de Marina Civil, regulado por RD 1.055/2002, de 11 de octubre.

			1.3. LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL


			En virtud de lo dispuesto en el artículo 263 TRLPEMM, corresponden al Ministerio de Fomento las competencias en materia de ordenación general de la navegación marítima y de la flota civil, excepción hecha de las que en relación con la actividad de la flota pesquera y la ordenación del sector pesquero corresponden al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. Dentro del Ministerio de Fomento existe una Secretaria General de Transportes, de la que dependen los siguientes órganos directivos: la Dirección General de Transportes por Carretera, la Dirección General de la Marina Mercante, y la Dirección General de Aviación Civil.

			La Dirección General de la Marina Mercante (DGMM) es el órgano administrativo central a través del cual el Gobierno desarrolla las competencias que constitucionalmente tiene conferidas en materia de navegación marítima y, concretamente, la ordenación general de la navegación marítima y de la flota civil española.

			También en el marco de la Administración central marítima, existe un órgano con personalidad jurídica propia, patrimonio propio, plena capacidad de obrar y un marco concreto de competencias, la Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima, a la que corresponde la prestación de servicios de búsqueda, rescate y salvamento marítimo, de control y ayuda del tráfico marítimo, de prevención y lucha contra la contaminación del medio marino, de remolque y embarcaciones auxiliares, así como la de aquellos complementarios de los anteriores (art. 268.1 TRLPEMM). Tales actividades quedan de esta forma configuradas como servicio público.

			1.4. LA ADMINISTRACIÓN PERIFÉRICA


			La estructura administrativa de la marina mercante se completa con la existencia de una red de órganos periféricos que dependen del Ministerio de Fomento. El principal de estos órganos es la Capitanía marítima.

			1.4.1. Las Capitanías marítimas

			Establece el TRLPEMM, en su artículo 266.1, que en cada uno de los puertos en que se desarrolle un determinado nivel de actividades de navegación o lo requieran las condiciones de tráfico o seguridad existirá una Capitanía Marítima. El desarrollo de este precepto se ha producido, primero, mediante el RD 1.246/1995, de 14 de julio, por el que se regula la constitución y creación de las capitanías marítimas, que establece el procedimiento para la creación de estos órganos periféricos, así como su dependencia orgánica y clasificación, estructura, y funciones. Posteriormente aparece el RD 638/2007, de 18 de mayo, por el que se modifica el modelo de Capitanías Marítimas creado por el RD 1.246/1995, que procede a la supresión de las Capitanías de segunda y tercera categorías, cuyo lugar es ocupado por los Distritos Marítimos.

			Según establece el RD 638/2007, el Capitán Marítimo ejerce la jefatura de todas las unidades administrativas dependientes directamente de la Capitanía Marítima, así como la dirección y coordinación de los Distritos Marítimos integrados en el ámbito geográfico de la misma. Bajo la superior dirección de la Secretaría General de Transportes y con dependencia orgánica y funcional de la Dirección General de la Marina Mercante, el Capitán Marítimo está facultado, con sujeción a las órdenes y directrices de la Dirección General de la Marina Mercante, para organizar las tareas encomendadas a la Capitanía Marítima del modo que considere más eficaz para el cumplimiento de sus fines. Asimismo, en su condición de autoridad, el capitán marítimo dirigirá e impulsará las actividades inherentes a las funciones que le están atribuidas. En los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad el Capitán Marítimo será sustituido en el ejercicio de sus funciones por el titular de la unidad administrativa que designe la Dirección General de la Marina Mercante.

			Las funciones del Capitán Marítimo están enumeradas, de manera no exhaustiva, en el artículo 266.4 LPEMM. El elenco de facultades descrito se completa con las establecidas en el RD 638/2007.

			1.4.2. Los Distritos marítimos

			Los Distritos marítimos, de reciente creación, están a cargo de los Jefes de Distritos Marítimos, quienes, bajo la dirección y de acuerdo con las instrucciones que imparta el Capitán Marítimo del que dependan, ejercerán la jefatura de las unidades administrativas dependientes de los mismos y desempeñarán las tareas y cometidos que aquel les encomiende.

			Ejercerán, en concreto, las funciones siguientes: las actividades relacionadas con el registro y abanderamiento de buques y embarcaciones menores de 24 metros de eslora, con excepción de las bajas por exportación y de la expedición de las patentes de navegación; el despacho de buques; las funciones administrativas relativas al enrolamiento y desenrolamiento de los tripulantes de buques y embarcaciones y las relativas a los pasajeros o a las personas ajenas a la tripulación y al pasaje; la colaboración con las autoridades competentes en los puertos y en las playas, a los efectos de que las actividades náuticas y de baño se realicen en condiciones compatibles con la seguridad de la vida humana en la mar y de la navegación, así como la cooperación con dichas Autoridades en materia de salvamento marítimo; el informe y propuesta a la Capitanía Marítima competente en orden a la adopción de las medidas de policía y sancionadoras previstas en la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, por acciones u omisiones que puedan vulnerar los bienes jurídicos tutelados por la Administración marítima; la tramitación de los expedientes de expedición, revalidación, canje, convalidación y renovación de títulos profesionales y de recreo; y las autorizaciones de fondeo en las aguas adyacentes a las zonas de servicio de los puertos gestionados por las Comunidades Autónomas, siempre que dichas aguas no formen parte de la zona de servicio de un puerto de interés general.

			Además, sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, el Capitán Marítimo podrá delegar en los Jefes de Distrito el ejercicio de cualesquiera otras funciones que estime conveniente, a efectos de garantizar el funcionamiento más eficaz de los fines encomendados a las Capitanías Marítimas.

			1.5. COMPETENCIAS MARÍTIMAS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS


			Pese a la reserva competencial que como hemos visto establece nuestra Constitución en su artículo 149.1.20.º a favor del Estado, también las Comunidades Autónomas pueden tener algunas competencias concernientes a la navegación marítima, ya sea de manera exclusiva, o de forma limitada al ámbito ejecutivo.

			En cualquier caso, en los puertos de competencia de las Comunidades Autónomas, la Administración portuaria de la Comunidad y la Capitanía Marítima han de coordinar sus actuaciones para el cumplimiento de sus fines respectivos.

			Según el artículo 148.1.6.º, las materias sobre las que las Comunidades Autónomas pueden asumir competencias son los puertos de refugio, puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen actividades comerciales. En uso de esta previsión, la mayoría de los Estatutos de Autonomía de las Comunidades costeras las han dotado de competencias sobre aspectos relacionados con la navegación, yendo en algunos casos, a mi juicio, más allá de lo que permite la letra del texto constitucional, lo que plantea en ocasiones serias dudas sobre la constitucionalidad de ciertos preceptos. Sobre algunos de ellos, el Tribunal Constitucional ha debido pronunciarse (vid., por ejemplo, SSTS 149/1991 y 40/1998). Desde un punto de vista estrictamente jurídico, alejado de posicionamientos políticos, existe en origen una delimitación o reparto competencial técnicamente deficiente, pero éste es un asunto ampliamente debatido en los últimos años y aún no adecuadamente resuelto, en el que no nos adentraremos aquí.

			Algunos Estatutos reconocen competencias sobre el transporte marítimo desarrollado exclusivamente en las aguas de la Comunidad. Ello es compatible con el concepto de marina mercante, de competencia estatal, contenido en el artículo 6.1 TRLPEMM: «la actividad de transporte marítimo, exceptuado el que se lleva a cabo exclusivamente entre puertos o puntos de una misma Comunidad Autónoma, que tenga competencias en esta materia, sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales».

			Existen también Estatutos que reconocen a favor de las Comunidades Autónomas competencias ejecutivas sobre el salvamento marítimo y los vertidos marinos contaminantes. Se trata de competencias que quedan limitadas a la porción de aguas territoriales españolas correspondiente a su litoral, y que deben ejercerse con respeto de las competencias que en materia de coordinación corresponden a la Administración central del Estado. Concretamente en cuestión de vertidos contaminantes, a raíz de la STS 40/1998, las competencias autonómicas se extienden exclusivamente a los vertidos realizados desde tierra y no a los producidos desde buques, por ser estos últimos de competencia estatal.

			2. LA ORDENACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA NAVEGACIÓN

			2.1. INTRODUCCIÓN


			El legislador español ha llevado a cabo una regulación de las actividades navegatorias que los particulares pueden realizar en ejercicio de sus derechos, pero el régimen jurídico aplicable a la policía de navegación por aguas españolas se encuentra disperso en normas de diverso rango y naturaleza.

			La ordenación principal se contiene en la LNM, en la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, en el TRLPEMM y en sus respectivas normas de desarrollo, sobre todo, el Real Decreto 876/2014, de 10 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de Costas (RLC), y el RD 1.516/2007, de 16 de noviembre, por el que se determina el régimen jurídico de las líneas regulares de cabotaje marítimo y de las navegaciones de interés público (BOE n.º 283, de 26 de noviembre).

			El artículo 19 LNM establece el Régimen general de la navegación en los espacios marítimos españoles, en virtud del cual, la navegación por los espacios marítimos españoles bien sea para atravesarlos en paso lateral o bien para entrar o salir de los puertos o terminales del litoral nacional se ajustará a las previsiones de la CNUDM, respetando en todo caso las restricciones y requisitos establecidos en la presente ley y lo que proceda conforme a la legislación sobre seguridad, defensa, aduanas, sanidad, extranjería e inmigración.

			Las normas de la LC y del TRLPEMM se dirigen a la consecución de finalidades distintas; las primeras pretenden regular la utilización del espacio marítimo sometido a la soberanía española, y las segundas, junto con lo dispuesto en la LNM, disciplinan quién y en qué condiciones puede llevar a cabo tal utilización.

			Según la LC (art. 3), son bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal en virtud de lo dispuesto en el artículo 132.2 de la Constitución: el mar territorial y las aguas interiores, con su lecho y subsuelo (definidos y regulados por su legislación específica) y también los puertos e instalaciones portuarias de titularidad estatal (también regulados por su disciplina especial). Para la LC la navegación se concibe como el aprovechamiento del dominio marítimo-terrestre y se somete a su régimen jurídico, en el que rige el principio de libertad de navegación por las aguas marítimas españolas: todos los buques son libres para navegar por esas aguas, de acuerdo con lo establecido en la legislación nacional e internacional vigente. Ello es exigencia que, en buena medida y con las matizaciones que se harán en las páginas siguientes, proviene del Derecho del mar (art. 17 CNUDM).

			Respecto a los buques de bandera extranjera, debe estarse a lo que establezca el Derecho del mar y la LNM, en los términos ya conocidos. Ahora bien, tanto los buques de bandera extranjera que pueden navegar en nuestras aguas, como los de pabellón español, deben respetar lo dispuesto en las normas sobre policía de navegación vigentes en la LC, en el TRLPEMM y en sus respectivas normas de desarrollo. De esta normativa se desprende que los buques pueden navegar en aguas españolas libremente, sin necesidad de autorización administrativa previa, si bien el ejercicio de este derecho puede subordinarse a determinadas condiciones, en función de criterios diversos (seguridad, abanderamiento, etc.).

			El TRLPEMM, por su parte, se ocupa de regular quién y en qué condiciones puede navegar por aguas españolas y en buques de pabellón español. En este campo, hemos de partir del presupuesto de que la CE, en su artículo 38, contempla el principio de libertad de empresa, que es un principio sujeto a limitaciones y excepciones; concretamente, en el ámbito de la marina mercante, el derecho a la libertad de empresa y, en particular, la libertad de acceso al mercado, debe ser compatible con los intereses de la economía y la seguridad nacional y con los relativos a la preservación del medio marino y de la seguridad de la vida humana en el mar. Precisamente por ello, el Estado interviene de diversas formas en el ejercicio de la actividad mercantil marítima exigiendo una autorización administrativa para la organización y explotación de determinadas actividades empresariales de navegación marítima. El grado de intervención del Estado en la actividad empresarial marítima varía según las zonas y tipos de navegación que perfila el TRLPEMM.

			2.2. ZONAS Y TIPOS DE NAVEGACIÓN


			El TRLPEMM, en sus artículos 8 y 256 a 258, regula las zonas y tipos de navegación, estableciendo un régimen jurídico diverso en función de las aguas donde se lleve a cabo. Esta normativa ha sido desarrollada, en parte, por el RD 1.516/2007, de 16 de noviembre, por el que se determina el régimen jurídico de las líneas regulares de cabotaje marítimo y de las navegaciones de interés público.

			En función del ámbito geográfico en que se practique, la navegación puede ser interior, de cabotaje, exterior y extranacional (art. 8 TRLPEMM). El principio general es el ya comentado de libertad de navegación, pero en función de la zona donde ésta se realice, puede quedar sometida a mayores o menores condicionantes previos a su ejercicio, y un variable grado de obligaciones de servicio público.

			Conviene insistir, sobre todo, en que la finalidad del régimen descrito radica en la defensa y promoción de la flota mercante española y por ello la navegación interior y de cabotaje se reserva a favor de los buques mercantes españoles, en los términos que sean compatibles con la legislación comunitaria sobre libre prestación de servicios de transporte marítimo (art. 257.1 TRLPEMM).

			2.2.1. La navegación interior marítima

			Por navegación interior marítima entendemos la que transcurre íntegramente dentro del ámbito de un determinado puerto o de otras aguas interiores marítimas españolas.

			Las aguas interiores marítimas deben distinguirse de las aguas interiores continentales. Las primeras están sometidas al régimen administrativo-marítimo y su competencia corresponde a la Administración marítima, mientras que las segundas que quedan excluidas de este régimen y son competencia de la Administración hidráulica, estatal o autonómica.

			La navegación por aguas interiores marítimas se somete a ciertas restricciones, contenidas en el artículo 256 TRLPEMM. Según este precepto la navegación interior con finalidad mercantil está reservada a los buques mercantes españoles, con las salvedades previstas en la normativa comunitaria, pero excepcionalmente, cuando no existan buques mercantes españoles adecuados y disponibles para prestar una determinada actividad y sólo por el tiempo que dure esta circunstancia, las Empresas navieras españolas pueden ser autorizadas por el Ministerio de Fomento para contratar y emplear buques mercantes extranjeros para efectuar navegaciones interiores, con sujeción siempre a las normas de seguridad marítima, navegación y despacho que reglamentariamente se determinen.

			Además, la realización de navegación de línea regular interior con finalidad mercantil puede someterse a autorización administrativa de la Administración competente.

			En todo lo demás, rige la libertad de acceso en materia de navegación interior para buques españoles y comunitarios.

			2.2.2. La navegación de cabotaje

			La navegación de cabotaje es la que, no siendo navegación interior, se efectúa entre puertos o puntos situados en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción (art. 8.2 TRLPEMM). También este tipo de navegación se reserva a los buques de bandera española, con las limitaciones impuestas por la normativa comunitaria.

			La navegación de cabotaje se ha caracterizado a lo largo de la historia por el alto grado de intervención que ella ha desplegado la Administración marítima, en España y en los países de nuestro entorno. Se trata de una actividad de significativa importancia cuantitativa, llevada a cabo con frecuencia por buques de escaso porte que no requieren gran autonomía; tradicionalmente la navegación de cabotaje se ha reservado a buques de construcción y bandera nacionales, como medida de fomento de la flota propia de cada Estado y, como contrapartida por esta reserva, el tráfico de cabotaje suele someterse a la obligación de cubrir ciertas necesidades mínimas de transporte, fijadas por la Administración competente.

			La vigente regulación del cabotaje se caracteriza, sin embargo, respecto a la normativa anterior, tanto por la progresiva liberalización de las reservas de construcción y pabellón nacionales, exigida por nuestra pertenencia a la Unión Europea, como por la general tendencia a la despublificación de los servicios prestados en el marco del Derecho administrativo. El cabotaje marítimo está actualmente sometido a la disciplina europea, plasmada en el Reglamento (CEE) 3577/1992 del Consejo de 7 de diciembre, por el que se aplica el principio de libre prestación de servicios a los transportes marítimos dentro de los Estados miembros (cabotaje marítimo), que en buena media limita la capacidad de reserva a los buques de construcción y bandera nacionales que antes hemos mencionado. A tales efectos, resulta asimismo relevante la Comunicación de la Comisión, de 24 de abril de 2014, relativa a la interpretación del Reglamento (CEE) n.º 3577/92 del Consejo por el que se aplica el principio de libre prestación de servicios a los transportes marítimos dentro de los Estados miembros (cabotaje marítimo).

			El TRLPEMM prevé para la navegación de cabotaje un régimen jurídico semejante al de la navegación interior, contenido en el artículo 257 y desarrollado por el RD 1.516/2007, de 16 de noviembre, por el que se determina el régimen jurídico de las líneas regulares de cabotaje marítimo y de las navegaciones de interés público.

			La navegación de cabotaje con finalidad mercantil está reservada a buques mercantes españoles y de los restantes Estados miembros de la Unión Europea y del Espacio Económico Europeo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1.1 del Reglamento 3577/92. Lo mismo que ocurre en el ámbito de la navegación interior, y si excepcionalmente no existen buques mercantes abanderados en esos Estados, aptos y disponibles, las Empresas navieras, durante el tiempo que perdure esta circunstancia, pueden ser autorizadas por la Dirección General de Marina Mercante para contratar y emplear buques mercantes extranjeros para efectuar navegaciones de cabotaje.

			Desde el año 2004, por lo general, el tránsito de cabotaje no está sujeto al deber de obtener la previa autorización administrativa. Ello no obstante, para la prestación de líneas regulares de cabotaje deben cumplirse los requisitos que establece el RD 1.516/2007, que concreta las condiciones que han de cumplir las Empresas navieras para acreditar su capacidad económica y la de los buques que pretenden dedicarse a este tipo de navegación. Se considera, a estos efectos, que constituyen una línea regular aquellos servicios de cabotaje que, sin denominarse de tal modo, se ofertan de forma general a los posibles usuarios y se prestan en condiciones de regularidad, publicidad y contratación asimilables a los servicios regulares de cabotaje.

			La realización con finalidad mercantil de navegaciones de línea regular de cabotaje que se consideren de interés público quedará además sometida a las exigencias pertinentes del artículo 8.4 TRLPEMM, que posteriormente se comentarán.

			Las condiciones en las que se han de prestar los servicios de línea regular de cabotaje marítimo insular también están contenidas en el RD 1.516/2007, artículo 6, entendiendo por tal el transporte por mar de pasajeros o de mercancías entre puertos situados en la península y los territorios españoles no peninsulares, así como el de éstos entre sí.

			El régimen comentado no será de aplicación a las Comunidades Autónomas con competencia en materia de transporte marítimo cuando éste transcurra entre puertos o puntos de la misma Comunidad sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.

			2.2.3. La navegación exterior y extranacional

			El TRLPEMM distingue entre dos zonas de navegación diferentes, fuera del ámbito del cabotaje, la exterior y la extranacional, pero las somete al mismo régimen jurídico.

			La navegación exterior es la que se efectúa entre puertos o puntos situados en zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción y puertos o puntos situados fuera de dichas zonas.

			Se considera navegación extranacional, por su parte, a la que se efectúa entre puertos o puntos situados fuera de las zonas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción.

			Respecto a la navegación por estas aguas, el Derecho español no impone reglas o requisitos ordinarios, operando plenamente el principio de libertad de navegación. Ello no obstante, el legislador establece la capacidad del Gobierno de España para adoptar cuantas medidas y disposiciones resulten precisas para la defensa de intereses españoles en conflicto, en situaciones de grave atentado contra los principios de libre competencia o de libertad comercial o contra aquellos en que se fundamenta el transporte marítimo internacional, y que afecten a buques españoles.

			El Gobierno, con respeto a lo establecido en la normativa comunitaria o en los acuerdos internacionales suscritos por España, podrá reservar, total o parcialmente, ciertos tráficos a buques mercantes españoles o comunitarios si ello fuera necesario para la economía o defensa nacionales. Evidentemente, el ejercicio de esta facultad por parte del gobierno de España sólo será efectivo en los supuestos de navegación exterior, ya que la navegación extranacional no está sometida a las potestades soberanas del Estado español.

			2.2.4. La navegación de interés público

			Por último, distingue el TRLPEMM entre las navegaciones que presentan un interés público y las que no. Tendrán el carácter de navegaciones de interés público aquellas que el órgano competente considere precisas para asegurar las comunicaciones marítimas esenciales de la Península con los territorios españoles no peninsulares y de éstos entre sí. La navegación regular entre islas, entre éstas y Ceuta y Melilla y entre todas ellas y el territorio peninsular tienen, en todo caso, el carácter de interés público. Por consiguiente, las navegaciones de interés público serán en todo caso de carácter interior o de cabotaje.

			Corresponde al Gobierno la determinación de las mencionadas navegaciones, así como de las exigencias necesarias para asegurar el cumplimiento de su fin esencial, de conformidad con el Derecho comunitario. El Gobierno, en el ámbito de las competencias del Estado, podrá establecer que la prestación de todas o alguna de estas navegaciones se realice en régimen de autorización administrativa en la que podrán imponerse obligaciones de servicio público o en el de contrato administrativo especial en atención a la satisfacción de forma directa o inmediata de la finalidad pública que aquéllas representan.

			En cumplimiento de esta disposición legal se ha dictado el RD 1.516/2007, en el que se establece que la navegación de línea regular de cabotaje insular que transporte pasaje, vehículos en régimen de pasaje y carga rodada, entre puertos situados en la península y los territorios españoles no peninsulares, para los trayectos que figuran en el mismo RD, se declara de interés público, a fin de garantizar la suficiencia de servicios, y podrá hacerse bien bajo obligaciones de servicio público o bien en régimen de contrato administrativo.

			Las frecuencias señaladas deberán cumplirse bien de forma individual por cada una de las empresas prestatarias del servicio o bien colectivamente por el conjunto de todas ellas, mediante el oportuno compromiso de las mismas ante la Dirección General de la Marina Mercante. Los trayectos podrían prestarse, asimismo, directamente o combinados entre sí.

			El tiempo mínimo de prestación del servicio en las líneas regulares será de dos años a contar del momento en que la línea haya iniciado o inicie su prestación. Transcurrido el tiempo mínimo de prestación del servicio su titular podrá cesar en la prestación del mismo sin más requisito que notificarlo previamente a la DGMM, con un plazo de antelación de un mes.

			La suspensión del servicio, imputable a quien lo presta, por el plazo ininterrumpido de treinta días o de cuarenta y cinco días con interrupciones, computadas en un período de trescientos sesenta y cinco días consecutivos, se considerará abandono, lo que conllevará la imposición de una sanción administrativa.

			Las empresas que presten servicios con obligaciones de servicio público deberán acreditar una adecuada capacidad de prestación del servicio manifestada mediante una capacidad económica suficiente. A tal efecto deberán disponer de los recursos financieros y de los medios materiales precisos para la iniciación y prestación ininterrumpida del servicio y se materializará mediante la prestación de una garantía que se consignará en la Caja General de Depósitos, cuya cuantía se calculará por la empresa operadora de conformidad con los términos establecidos en el artículo 9 del RD 1.516/2007. La garantía tendrá como finalidad complementaria el hacer frente a las sanciones administrativas que, en su caso, pudieran imponerse por incumplimientos o contravenciones a lo dispuesto en la normativa aplicable y a las responsabilidades civiles o administrativas en las que se haya incurrido, así como la de garantizar los tiempos y frecuencias mínimas de prestación del servicio.

			2.2.5. Obligaciones de servicio público

			La administración española está facultada para imponer obligaciones de servicio público a los armadores que lleven a cabo la navegación por aguas de soberanía española, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 260 TRLPEMM. Según este precepto, tales obligaciones podrán establecerse en aquellos servicios regulares de navegación interior y de cabotaje en que así lo estime pertinente, en atención a sus especiales características, con la finalidad de garantizar su prestación bajo condiciones de continuidad y regularidad. Dichas obligaciones podrán, en su caso, dar derecho a compensaciones económicas por parte de la Administración, en las condiciones que se determinen con carácter general o bien en las correspondientes autorizaciones.
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